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ACUERDO Nro. MPCEIP-SRP-2021-0017-A  

SR. BLGO. JOSE RICARDO PERDOMO CAÑARTE 
SUBSECRETARIO DE RECURSOS PESQUEROS 

CONSIDERANDO:

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 14 consagra el derecho
de la población a vivir en un ambiente sano y ecológicamente equilibrado, que garantice
la sostenibilidad y el buen vivir, sumak kawsay; y, en él también se declara de interés
público la preservación del ambiente, la conservación de los ecosistemas, la biodiversidad
y la integridad del patrimonio genético del país, la prevención del daño ambiental y la
recuperación de los espacios naturales degradados; 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 71 determina; “La
naturaleza o Pacha Mama, donde se reproduce y realiza la vida, tiene derecho a que se
respete integralmente su existencia y el mantenimiento y regeneración de sus ciclos
vitales, estructura, funciones y procesos evolutivos”; 

Que, la Constitución Ibídem en su artículo 72 dispone; “La naturaleza tiene derecho a la
restauración. Esta restauración será independiente de la obligación que tienen el Estado
y las personas naturales o jurídicas de Indemnizar a los individuos y colectivos que
dependan de los sistemas naturales afectados”; 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 73 determina; “El Estado
aplicará medidas de precaución y restricción para las actividades que puedan conducir a
la extinción de especies, la destrucción de ecosistemas o la alteración permanente de los
ciclos naturales”; 

Que, el artículo 226 de la Constitución de la República del Ecuador establece; “Las
instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores
públicos y las personas que actúen en virtud de una potestad estatal ejercerán solamente
las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán
el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce
y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución”; 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 396 determina: “El
Estado adoptará las políticas y medidas oportunas que eviten los impactos ambientales
negativos, cuando exista certidumbre de daño. En caso de duda sobre el impacto
ambiental de alguna acción u omisión, aunque no exista evidencia científica del daño, el
Estado adoptará medidas protectoras eficaces y oportunas ( )”; 

Que, la Ley Orgánica para el Desarrollo de la Acuicultura y Pesca en su artículo 1.-
Objeto, determina; “La presente Ley tiene por objeto establecer el régimen jurídico para
el desarrollo de las actividades acuícolas y pesqueras en todas sus fases de extracción,
recolección, reproducción, cría, cultivo, procesamiento, almacenamiento, distribución,
comercialización interna y externa, y actividades conexas como el fomento a la
producción de alimentos sanos; la protección, conservación, investigación, explotación y
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uso de los recursos hidrobiológicos y sus ecosistemas, mediante la aplicación del enfoque
ecosistémico pesquero de tal manera que se logre el desarrollo sustentable y sostenible
que garantice el acceso a la alimentación, en armonía con los principios y derechos
establecidos en la Constitución de la República, y respetando los conocimientos y formas
de producción tradicionales y ancestrales”; 
  
Que, la Ley Orgánica para el Desarrollo de la Acuicultura y Pesca en su artículo 3.-
Fines, establece; “Son fines de esta Ley: a. Establecer el marco legal para el desarrollo
de las actividades acuícolas, pesqueras y conexas, con sujeción a los principios
constitucionales y a los señalados en la presente Ley. e. Fomentar el uso y
aprovechamiento sustentable, responsable y sostenible de los recursos hidrobiológicos a
través de la investigación científica, desarrollo tecnológico e innovación, valor agregado
y generación de empleo durante la cadena productiva acuícola y pesquera, mediante la
aplicación de un ordenamiento basado en la gestión ecosistémica de las actividades
acuícolas, pesqueras y conexas, así como la implementación de medidas para prevenir,
desalentar y eliminar la pesca ilegal, no declarada y no reglamentada (INDNR); 
  
Que, la Ley Orgánica para el Desarrollo de la Acuicultura y Pesca en su artículo 7.-
Definiciones, establece; “Para efectos de la presente Ley, se contemplan las siguientes
definiciones: 43. Pesca de investigación científica. Actividad pesquera extractiva que
tiene por objeto el estudio de las especies hidrobiológicas y los ecosistemas donde estas
habitan y se desarrollan, con fines exploratorios, de prospección o experimental.”; 
  
Que, la Ley Orgánica para el Desarrollo de la Acuicultura y Pesca en su artículo 18.-
Atribuciones, determina; “Además de las atribuciones asignadas por el Código Orgánico
de la Economía Social de los Conocimientos, Creatividad e Innovación, al Instituto
Público de Investigación de Acuicultura y Pesca, le corresponde: 1. Investigar científica
y tecnológicamente los recursos hidrobiológicos con enfoque ecosistémico; 2. Investigar,
experimentar y recomendar mecanismos, medidas y sistemas adecuados, al ente rector
para el aprovechamiento sustentable y sostenible de los recursos hidrobiológicos; 3.
Emitir informes técnicos y científicos de las investigaciones realizadas, los cuales serán
vinculantes para el ente rector en materia de acuicultura y pesquera; 6. Difundir sus
actividades y los resultados de sus investigaciones científicas y tecnológicas, así como
ejecutar los procesos de transferencia de conocimientos, sin perjuicio de los derechos de
propiedad intelectual y de la información que por su naturaleza deba reservarse
conforme a la ley de la materia; 7. Elaborar planes de investigación de las actividades
acuícolas y pesqueras en conjunto con el Ente rector en esta materia acuícola y 
pesquera”, 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo en el artículo 98 señala que: “Acto
Administrativo es la declaración unilateral de voluntad, efectuada en ejercicio de la
función administrativa que produce efectos jurídicos individuales o generales, siempre
que se agote con su cumplimiento y de forma directa se expedirá por cualquier medio
documental, físico o digital y quedará constancia en el expediente administrativo”; 
  
Que, el Código Orgánico Administrativo en el artículo 99 establece que los requisitos
para la validez del acto administrativo son los siguientes: “1.-Competencia; 2.-Objeto;
3.-Voluntad; 4.-Procedimiento; 5.-Motivación”; 
  

2/8
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



Miércoles  10 de febrero de 2021Registro Oficial - Tercer Suplemento Nº 389

5 

Que, el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva, artículo
89 señala; “ORIGEN DE LA EXTINCION O REFORMA. - Los actos administrativos que
expidan los órganos y entidades sometidos a este estatuto se extinguen o reforman en
sede administrativa de oficio o a petición del administrado ()”; 
  
Que, el Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva en el
artículo 90 señala; “RAZONES. - Los actos administrativos podrán extinguirse o
reformarse en sede administrativa por razones de legitimidad o de oportunidad”; 
  
Que, el Decreto Ejecutivo 559 publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 387, en
el artículo 1 dispone: “Fusiónese por absorción al Ministerio de Comercio Exterior e
Inversiones las siguientes instituciones: el Ministerio de Industrias y Productividad, el
Instituto de Promoción de Exportaciones e Inversiones Extranjeras, y el Ministerio de
Acuacultura y Pesca”; 
  
Que, mediante Decreto Ejecutivo No. 636 del 11 de enero de 2019 se dispone; “la
creación de los Viceministerios de producción e Industrias, Promoción de Exportaciones
e Inversiones, y Acuacultura y Pesca, de manera adicional al Viceministerio de Comercio
Exterior, en la estructura orgánica del Ministerio de Producción, Comercio Exterior,
Inversiones y Pesca, excepcionando lo previsto en el Decreto ejecutivo No. 1121, de 18
de julio de 2016”; 
  
Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. 0100 A suscrito el 31 de octubre de 2016, la
Subsecretaría de Recursos Pesqueros expide las normas técnicas para la comercialización
de especies bioacuáticas capturadas y/o criadas producto de la investigación 
experimental.; 
  
Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. 0013 suscrito el 25 de agosto de 2017, se expide
el Estatuto Orgánico por Procesos del Ministerio del Acuacultura y Pesca-MAP mismo
que en su artículo 10 numeral 1.2.2.1. determina la misión de la Subsecretaría de
Recursos Pesqueros; “Desarrollar, direccionar, articular y promover la gestión
estratégica para la elaboración y aplicación de las políticas, planes y programas, para la
regulación, fomento y aprovechamiento sustentable de las pesquerías nacionales, en
todas las fases, en pro de fortalecer los niveles de vida del sector pesquero y el desarrollo
pleno de la industria, generando productos del alto valor agregado y calidad, y
rentabilidad económica y social”; 
  
Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. MAP-SRP-2018-0052-A suscrito el 7 de marzo
de 2018, la Subsecretaría de Recursos Pesqueros expide las medidas de ordenamiento
para la implementación del primer “PLAN DE CRUCERO INP-SRP-CNP-18-03-01PV
PROSPECCIÓN ACÚSTICA Y PESCA COMPROBATORIA”; 
  
Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. MAP-SRP-2018-0234-A suscrito el 30 de
octubre de 2018, la Subsecretaría de Recursos Pesqueros expide las medidas de
ordenamiento para la implementación del segundo “PLAN DE CRUCERO
INP-SRP-CNP-18-11-02 PV PROSPECCIÓN ACÚSTICA Y PESCA 
COMPROBATORIA.”; 
  
Que, mediante Oficio Nro. MPCEIP-SRP-2019-0329-O de fecha 06 de marzo de 2019, la
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Subsecretaría de Recursos Pesqueros solicita a la Dirección Nacional de Espacios
Acuáticos DIRNEA, su gestión para autorizar el zarpe de las embarcaciones a participar
en el tercer “PLAN DE CRUCEROS DE PROSPECCIÓN HIDROACÚSTICA”.
INP-2019-03-01 PV PROSPECCIÓN ACÚSTICA Y PESCA COMPROBATORIA”; 
  
Que, mediante Acuerdo Ministerial Nro. MPCEIP-SRP-2019-0192-A suscrito el 09 de
diciembre de 2019, la Subsecretaría de Recursos Pesqueros expide las medidas de
ordenamiento para la implementación del cuarto “PLAN DE CRUCERO DE
PROSPECCIÓN HIDROACÚSTICA Y PESCA COMPROBATORIA (INP 2019-12-02
PV), denominado “Estimación hidroacústica de los principales peces pelágicos pequeños
en el Ecuador y su distribución geoespacial, durante diciembre de 2019”, el cual se
realizó con el apoyo de la Subsecretaría de Recursos Pesqueros (SRP), Cámara Nacional
de Pesquería (CNP) y Asociación de Propietarios de Barcos Pesqueros “26 de Agosto”,
entre el 11 al 21 de diciembre de 2019; 
  
Que, mediante documento Oficio Nro. IPIAP-IPIAP-2021-0010-OF de fecha 11 de enero
de 2021, el Instituto Público de Investigación de Acuicultura y Pesca IPIAP, remite a la
Subsecretaria de Recursos Pesqueros el; “PLAN DE CRUCERO INP 2021-01-01PV
PROSPECCIÓN ACÚSTICA Y PESCA COMPROBATORIA, a realizarse en el presente
mes (15 al 27 de enero de 2021), en alianza entre el Instituto Público de Investigación de
Acuicultura y Pesca (IPIAP), la Subsecretaría de Recursos Pesqueros (SRP), la Cámara
Nacional de Pesquería (CNP) y Pescadores independientes y agremiados”; 
  
Que, mediante memorando Nro. MPCEIP-DPPA-2021-0010-M de 12 de enero de 2021,
la Dirección de Políticas Pesquera y Acuícola hace conocer a la Subsecretaría de
Recursos Pesqueros el “INFORME DE PERTINENCIA. V PLAN DE CRUCERO DE
PROSPECCION HIDROACÚSTICO Y PESCA COMPROBATORIA CON BARCOS
PESQUEROS COMERCIALES IPIAP 2021-01-01 PV. Enero 12 – 27 de 2021, el cual
en sus recomendaciones expresa; “Se recomienda facultar esta investigación, mediante
Normativa Ministerial en concordancia a las diversas medidas de ordenamiento que
regulas las capturas de este recurso, evitando caer en faltas reglamentarias Informar a
nivel nacional a las respectivas autoridades de la investigación a realizar, la utilización
de ciertos muelles y facilidades pesqueras para el desembarque de la pesca, se emitan los
oficios respectivos a las instituciones relacionadas en lo relativo a emisión de zarpes,
comercialización Informar al Ministerio del Ambiente y Agua MAE que solo se va a
prospectar sobre área de reserva marina con barcos pesqueros comerciales y realizar
estaciones oceanográficas”.; 
  
Que, mediante memorando Nro. MPCEIP-DJAP-2021-0000-M de 14 de enero de 2021,
la Dirección Jurídica de Acuacultura y Pesca, emite su pronunciamiento jurídico
señalando que, desde el punto de vista jurídico, considera procedente acoger las
recomendaciones técnicas citadas y mediante acto administrativo de acuerdo a lo que
determina el Código Orgánico Administrativo, se emitan las medidas de ordenamiento
para la implementación del Plan de Crucero INP-01-01PV Prospección Acústica y Pesca
Comprobatoria, de conformidad a las recomendaciones de la Autoridad Científica
Nacional y Dirección Técnica DPPA.; 
  
Que, mediante Acción de Personal Nro. 520 de fecha 17 de noviembre de 2020, se
designa al Blgo. José Ricardo Perdomo Cañarte en el cargo de Subsecretario de Recursos 
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Pesqueros. 
  
En ejercicio de las facultades conferidas por el cargo que desempeña: 
  

ACUERDA:

  
EXPEDIR LAS SIGUIENTES MEDIDAS DE ORDENAMIENTO PARA LA
IMPLEMENTACIÓN DEL PLAN DE CRUCERO INP-01-01PV PROSPECCIÓN
ACÚSTICA Y PESCA COMPROBATORIA. 
  
Artículo 1.- Autorizar la Investigación denominada “CRUCERO DE PROSPECCION
HIDROACÚSTICA Y PESCA COMPROBATORIA CON BARCOS PESQUEROS
COMERCIALES. IPIAP 2021-01-01 PV ”, como método alternativo para estimar la
biomasa, abundancia relativa y distribución espacial de las principales especies de Peces
Pelágicos Pequeños (PPP), la cual se realizará abarcando la siguiente zona geográfica; se
prospectará desde la latitud 00°10’ N (Pedernales, Provincia de Manabí) hasta la latitud
03°23’ S (frontera entre Ecuador y Perú), y entre la costa ecuatoriana y el meridiano
81°50’ W, cubriendo todo el perfil costero entre las líneas de batimetría de 10 hasta los
1000 m de profundidad. 
  
Artículo 2.- El tiempo de ejecución de esta investigación será desde el 12 al 27 de enero
de 2021 como fin de la investigación. 
  
Durante este tiempo, tendrán vigencia las autorizaciones y permisos emitidos con base al
presente Acuerdo Ministerial. 
  
Bajo consideraciones del Instituto Público de Investigación de Acuicultura y Pesca
IPIAP, los Barcos que concluyan la prospección y/o pesca en el área designada, deben
retornar a Puerto inmediatamente. 
  
Se realizarán pruebas previas, con la finalidad de calibrar los equipos y su funcionalidad
con la embarcación a participar; si es que estos equipos presentan irregularidades de
registro, conexión, etc., el crucero no podrá realizarse. 
  
Artículo 3.- Se autoriza a las siguientes embarcaciones para su participación en esta
investigación pesquera, las cuales deberán cumplir los requerimientos necesarios para la
ejecución del “CRUCERO DE PROSPECCION HIDROACÚSTICA Y PESCA
COMPROBATORIA CON BARCOS PESQUEROS COMERCIALES. IPIAP 2021-01-01 
PV”, establecidos por el Instituto Público de Investigación de Acuicultura y Pesca 
IPIAP: 
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EMBARCACIÓN MATRICULATIPO/FUNCIÓN ARMADOR 

  
  
B/P ATLANTIC I

  
  
P-00-00597

  
BARCO CERQUERO
/ CIENTIFICO

NEGOCIOS
INDUSTRIALES REAL
NIRSA S.A. 
Aguirre Román Julio 

  
  
B/P FLORIDA

  
  
P-00-00899

  
BARCO CERQUERO
/ PESQUERO

NEGOCIOS
INDUSTRIALES REAL
NIRSA S.A. 
Aguirre Román Julio 

  
B/P MARIA
MONSERRATE  II

  
P-04-00761

  
BARCO CERQUERO
/ PESQUERO

Asociación 26 de Agosto.
Nicolás Daniel Moran
Tómala 

  
B/P MARIA 
MONSERRATE

  
P-00-00653

  
BARCO CERQUERO
/ REEMPLAZO

Asociación 26 de Agosto.
Paulina Leonor Zambrano
Vera 

  
F/B MONSERRATE

  
B-06-06267

PANGON / 
TRANSPORTE

Asociación 26 de Agosto.
Narciso Marcillo Beltran 

  
F/B PEPE LEO

  
B-04-07614

PANGON / 
TRANSPORTE

Asociación 26 de Agosto.
Narciso Marcillo Beltran 

B/P WELLINGTON 
JOSE

  
P-04-00930

BARCO CERQUERO
/ PESQUERO

CONOPAE Alfonso
Delgado 

  
F/B NIÑO JOHAO

  
B-04-08329

PANGON / 
TRANSPORTE

CONOPAE Alfonso
Delgado 

F/B NIÑO JOAHO Y 
MAHOLY

  
B-04-09206

PANGON / 
TRANSPORTE

CONOPAE Alfonso
Delgado 

  
B/P JUAN PABLO

  
P-04-00579

BARCO CERQUERO
/ PESQUERO

ASOPROCERGIL
Margarita Demera 

  
F/B MARGARITA  I

  
B-05-05044

PANGON / 
TRANSPORTE

ASOPROCERGIL
Margarita Demera 

  
F/B MI ROSITA

  
B-04-07667

PANGON / 
TRANSPORTE

ASOPROCERGIL
Margarita Demera 

El barco designado como “científico” llevará el ecosonda científico portátil (SIMRAD
EY60), zarpará el 15 de enero y cubrirá desde la frontera con Perú hasta Puerto López
(Zona SUR) y desde Puerto López hasta Pedernales (Zona NORTE).
  
Para la pesca comprobatoria se utilizarán cinco barcos pesqueros, uno con casco de acero
naval para que realicen la pesca desde la milla 5 en adelante del área de estudio, mientras
que los otros cuatro barcos con casco de madera realizaran la pesca desde la milla uno
hasta la milla ocho. 
  
Artículo 4.- Las actividades de prospección pesquera y pesca comprobatoria se realizarán
bajo la metodología establecida en el “CRUCERO DE PROSPECCION
HIDROACÚSTICA Y PESCA COMPROBATORIA CON BARCOS PESQUEROS
COMERCIALES. IPIAP 2021-01-01 PV - PLAN DE CRUCERO”, descrito en el
Adjunto de este documento. 
  
Artículo 5.- En esta prospección pesquera y pesca comprobatoria, SOLO SE VA A
PROSPECTAR sobre “Área de Reserva Marina” con barcos pesqueros comerciales y
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realizar estaciones oceanográficas, lo cual se comunicará al Ministerio del Ambiente y
Agua lo pertinente de esta investigación. 
  
Artículo 6.- Cada embarcación tendrá a bordo un Inspector de Pesca de la Subsecretaría
de Recursos Pesqueros, así como personal técnico del Instituto Público de Investigación
de Acuicultura y Pesca IPIAP, acorde a lo detallado en el Plan. El Capitán de cada
embarcación tendrá que seguir las indicaciones que realice el Jefe de crucero del IPIAP. 
  
Artículo 7.- Se autoriza a las siguientes empresas procesadoras y comercializadoras de
pescado para recibir, transportar, procesar y comercializar las capturas obtenidas durante
esta investigación pesquera, y deberán cumplir los requerimientos necesarios establecidos
por la Subsecretaría de Recursos Pesqueros y el Instituto Público de Investigación de
Acuicultura y Pesca IPIAP: 

EMPRESA REPRESENTANTE LEGAL RUC 
MORANPEZ S.A. MORAN TOMALA NICOLAS 0992376376001 
PUERTOMAR GODOY 1391799101001 
ECUAFEED S.A  0992721952001 
COMERCIANTE MORAN TOMALA NICOLAS 1305431791 
COMERCIANTE NARCISO MARCILLO BELTRAN 0914252259 
PROPOSORJA  S.A.AGUIRRE ROMAN ANDRES MIGUEL0992483725001 
NIRSA S.A AGUIRRE ROMAN JUNA EDUARDO 0990007020001 
ENVASUR S.A JOAKIN GONZALEZ VIVERO 0992741171001 
COMERCIANTE EDUARDO MARCILLO 0914252192 
COMERCIANTE JAVIER DELGADO RIYNRA 1309557971 

Artículo 8.- Se autoriza los siguientes lugares para el desembarque de los recursos
capturados en la presente investigación, la cual se realizará en presencia de un Inspector
de Pesca, para registrar la trazabilidad de las capturas: 

PUERTO CALETA PESQUERA 
Posorja Muelle de NIRSA 
Posorja Proposorja (NIRSA) 
Posorja La Poza 
Posorja Muelle Fortidex 
Posorja Muelle La Petrolera 
Chanduy Playa 
Anconcito Facilidad Pesquera 
La Libertad La Caleta 
Palmar Playa 
Salango Playa 
Machalilla Playa 
Manta La Rada 
Jaramijó Facilidad Pesquera 
La Bellaca Playa 
Don Juan Playa 
Las PalmitasPlaya 
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Artículo 9.- Las embarcaciones autorizadas para esta investigación que infrinjan las
medidas de ordenamiento establecidas en el presente Acuerdo y la Ley Orgánica para el
Desarrollo de la Acuicultura y Pesca, serán puestas a órdenes de la Autoridad Competente
de Control, quien dispondrá el traslado a puerto habilitado y la derogación del permiso
asignado a esta embarcación.
  
Artículo 10.- Encárguese al Instituto Público de Investigación de Acuicultura y Pesca
IPIAP, la elaboración del “Informe Técnico de Resultados” que será remitido a la
Autoridad de Pesca Nacional. 
  
Artículo 11.- Notificar con el presente Acuerdo Ministerial a los administrados, de
conformidad con lo dispuesto en los artículos 101 y 164 del Código Orgánico 
Administrativo. 
  
Artículo 12.- De la ejecución del presente acuerdo encárguese al Instituto Público de
Investigación de Acuicultura y Pesca IPIAP, a la Dirección de Control de los Recursos
Pesqueros y Dirección de Pesca Industrial de la Subsecretaría de Recursos Pesqueros, y a
la Dirección Nacional de Espacios Acuáticos (DIRNEA). 
  
El presente Acuerdo Ministerial entrará en vigencia a partir de su expedición sin perjuicio
de su publicación en el Registro Oficial. 
  
Dado en Manta, a los 14 día(s) del mes de Enero de dos mil veintiuno.  

 

Documento firmado electrónicamente

SR. BLGO. JOSE RICARDO PERDOMO CAÑARTE 
SUBSECRETARIO DE RECURSOS PESQUEROS 
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RESOLUCIÓN No. COSEDE-DIR-2020-013

EL DIRECTORIO DE LA CORPORACIÓN DEL SEGURO DE DEPÓSITOS,
FONDO DE LIQUIDEZ Y FONDO DE SEGUROS PRIVADOS

CONSIDERANDO:

Que el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador establece que 
la administración pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por 
los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía, desconcentración, 
descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y 
evaluación; 

Que el artículo 389 de la Constitución de la República del Ecuador determina que 
el Estado protegerá a las personas, las colectividades y la naturaleza frente a los 
efectos negativos de los desastres de origen natural o antrópico mediante la 
prevención ante el riesgo, la mitigación de desastres, la recuperación y 
mejoramiento de las condiciones sociales, económicas y ambientales, con el 
objetivo de minimizar la condición de vulnerabilidad; 

Que el artículo 79 del Código Orgánico Monetario y Financiero establece que la 
Corporación del Seguro de Depósitos, Fondo de Liquidez y Fondo de Seguros 
Privados es una persona jurídica de derecho público, no financiera, con 
autonomía administrativa y operativa;

Que los numerales 3, 5 y 10 del artículo 80 del COMF señala como funciones de 
la COSEDE, administrar el Fondo de Seguros Privados y los recursos que lo 
constituyen; pagar el seguro de seguros privados; y, cubrir los riesgos de las 
empresas de seguro privado legalmente constituidas en el país que entren en 
liquidación forzosa; 

Que el artículo 348 del COMF determina queque, para la instrumentación de la 
garantía de seguros, la COSEDE constituirá un fondo a través de un fideicomiso 
mercantil que será controlado exclusivamente por el órgano de control, con el 
exclusivo propósito de cumplir los fines previstos en dicha ley; 

Que el segundo inciso del artículo 349 del COMF señala que los recursos del 
Fondo deberán invertirse observando los principios de seguridad, liquidez, 
diversificación y rentabilidad y enmarcarse en la política de inversión aprobada 
por el Directorio de la COSEDE; 
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Que el 30 de diciembre de 2015, ante la Notaría Sexagésima Novena del cantón 
Quito, se suscribió la escritura de Constitución del Fideicomiso Mercantil 
denominado Fideicomiso de Fondo de Seguros Privados, en el cual participaron la 
COSEDE, en calidad de constituyente; y, el BCE como Administrador Fiduciario; 

Que mediante memorando Nro. COSEDE-CGCF-2020-0282-M, de 20 de 
noviembre de 2020, suscrito por la Coordinadora Técnica de Gestión y Control de 
los Fideicomisos de la Corporación del Seguro de Depósitos, Fondo de Liquidez y 
Fondo de Seguros Privados, presenta el Informe Técnico/Jurídico No. CGCF-
2020-029/CTPSF-2020-001-M, de 20 de noviembre de 2020, en el cual se 
recomienda al Directorio reformar los contratos de constitución de los 
fideicomisos mercantiles denominados “Fideicomiso del Seguro de Depósitos de 
las Entidades del Sector Financiero Privado”, “Fideicomiso del Seguro de 
Depósitos de las Entidades del Sector Financiero Popular y Solidario”; y 
“Fideicomiso del Fondo de Seguros Privados”;  

Que mediante memorando No. COSEDE-COSEDE-2020-0141-MEMORANDO, de 
23 de noviembre de 2020, la Gerencia General remite a la Presidenta del 
Directorio el informe citado en el considerando precedente y el respectivo proyecto 
de resolución, a fin de que sean puestos a conocimiento y aprobación del pleno 
del Directorio;

En ejercicio de sus funciones, resuelve expedir las siguientes:

REFORMAS AL CONTRATO DEL FIDEICOMISO MERCANTIL DENOMINADO 
“FIDEICOMISO DEL FONDO DE SEGUROS PRIVADOS”

Artículo 1.- Sustitúyase el numeral 4 de la sección segunda “OPERACIONES 
DEL FIDEICOMISO”, del capítulo segundo “INSTRUCCIONES ESPECÍFICAS”, de 
la cláusula tercera “OPERATIVIDAD DEL FIDEICOMISO”, por el siguiente:

“4. Liquidar posiciones de inversión, por instrucción específica del 
CONSTITUYENTE, en caso de necesidades de liquidez del FIDEICOMISO o en 
caso de que existan evidencias objetivas de que un instrumento representativo de 
deuda haya sufrido un deterioro.”

DISPOSICIÓN GENERAL.- Se instruye al Banco Central del Ecuador que 
codifique el contrato del fideicomiso mercantil denominado “Fideicomiso del 
Fondo de Seguros Privados” y sus reformas.  
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DISPOSICIÓN FINAL.- La presente resolución entrará en vigencia a partir de la 
fecha de expedición, sin perjuicio de su publicación en el Registro Oficial.

COMUNÍQUESE.- Dada en el Distrito Metropolitano de Quito, a los 26 días de 
noviembre de 2020. 

Dra. Lorena Freire Guerrero
PRESIDENTA DEL DIRECTORIO

La doctora Lorena Freire Guerrero, en su calidad de Presidenta del Directorio de 
la Corporación del Seguro de Depósitos, Fondo de Liquidez y Fondo de Seguros 
Privados, proveyó y firmó la Resolución que antecede, conforme fuera aprobada 
por el Directorio de la COSEDE en sesión ordinaria por medios tecnológicos de 26
de noviembre de 2020, en el Distrito Metropolitano de Quito.

LO CERTIFICO:

Ing. Luis Antonio Velasco Berrezueta
SECRETARIO DEL DIRECTORIO

Firmado electrónicamente por:

LUIS ANTONIO
VELASCO
BERREZUETA
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LORENA ELIZABETH
FREIRE GUERRERO
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Resolución Nro. SDH-DAJ-2020-0038-R

Quito, D.M., 14 de diciembre de 2020

SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS

 

Dr. Marcelo Alfonso Torres Garcés 
DIRECTOR DE ASESORÍA JURÍDICA 

DELEGADO DE LA SECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 
  

Considerando:

 
 
Que el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce y
garantiza el derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria; 
  
Que la Constitución de la República en su artículo 154, numeral 1, determina que corresponde a los
Ministros de Estado en la esfera de sus competencias expedir las normas, acuerdos y resoluciones
que sean necesarias para la gestión ministerial; 
  
Que el artículo 36 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana establece que las organizaciones
sociales que desearen tener personalidad jurídica, deberán tramitarla en las diferentes instancias
públicas que correspondan a su ámbito de acción, y actualizarán sus datos conforme a sus 
estatutos; 
  
Que el Código Civil, en el Libro Primero, Título XXX prevé la constitución de Corporaciones y
Fundaciones, así como reconoce la facultad de la autoridad que otorgó su personalidad jurídica,
para disolverlas a pesar de la voluntad de sus miembros si llegan a comprometer la seguridad o los
intereses del Estado, o no corresponden al objeto de su institución; 
  
Que el artículo 565 del Código ibídem determina que no son personas jurídicas las Fundaciones o
Corporaciones que no se hayan establecido en virtud de una ley, o que no hayan sido aprobadas por
el Presidente de la República; 
  
Que el literal k) del artículo 11 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la Función
Ejecutiva - ERJAFE, establece como una de las atribuciones del Presidente de la República, delegar
a los Ministros, de acuerdo con la materia de que se trate, la aprobación de los estatutos de las
Fundaciones o Corporaciones, y el otorgamiento de personalidad jurídica, según lo previsto en los
artículos 565 y 567 del Código Civil; 
  
Que el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son competentes para el
despacho de todos los asuntos inherentes a sus Ministerios sin necesidad de autorización alguna del
Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes especiales. Los
Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus atribuciones y
deberes al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios, cuando se ausenten en
comisión de servicios al exterior o cuando lo estimen conveniente, siempre y cuando las
delegaciones que concedan no afecten a la buena marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin
perjuicio de las funciones, atribuciones y obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos
tenga el funcionario delegado; 
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Que el artículo 55 del ERJAFE, establece que las atribuciones propias de las diversas entidades y
autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables en las
autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas por la Ley o
por Decreto; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017, publicado en el Registro
Oficial, Suplemento No. 109 de 27 de octubre de 2017, se expide el Reglamento para el
otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; 
  
Que el artículo 2 del Decreto Ejecutivo ibídem, menciona que su ámbito rige para las
organizaciones sociales y demás ciudadanas y ciudadanos con personalidad jurídica que, en uso del
derecho a la libertad de asociación y reunión, participan voluntariamente en las diversas
manifestaciones y formas de organización de la sociedad, y, para las entidades u organismos
competentes del Estado que otorgan personalidad jurídica a las organizaciones que lo soliciten en el
ámbito de su gestión; 
  
Que el artículo 7 del Decreto Ejecutivo ibídem, señala que para otorgar personalidad jurídica a las
organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo requieran, las instituciones
competentes del Estado, de acuerdo a sus competencias específicas, observarán que los actos
relacionados con la constitución, aprobación, reforma y codificación de estatutos, disolución,
liquidación, registro y demás actos que tengan relación con la vida jurídica de las organizaciones
sociales, se ajusten a las disposiciones constitucionales, legales y al mencionado Reglamento; 
  
Que el artículo 10 del Decreto Ejecutivo ibídem señala que las Fundaciones podrán ser constituidas
por la voluntad de uno o más fundadores. Estas organizaciones buscan o promueven el bien común
de la sociedad, incluyendo las actividades de promocionar, desarrollar e incentivar dicho bien en
sus aspectos sociales, culturales, educacionales, ambientales, deportivas, así como actividades
relacionadas con la filantropía y beneficencia pública; entre otras; 
  
Que el artículo 12 del Decreto Ejecutivo ibídem, establece los requisitos que las Corporaciones y
Fundaciones sin fines de lucro, deben dar estricto cumplimiento para la aprobación de su
personalidad jurídica; 
  
Que el artículo 13 del Decreto Ejecutivo ibídem, establece el procedimiento para la aprobación del
estatuto y otorgamiento de personalidad jurídica de las Corporaciones y Fundaciones sin fines de
lucro, por parte de las Carteras de Estado competentes; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente Constitucional
de la República del Ecuador, decretó transformar el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y
Cultos, en la Secretaría de Derechos Humanos, como una entidad de derecho público, con
personalidad jurídica, dotada de autonomía administrativa, operativa y financiera, la misma que
tiene a su cargo las competencias de derechos humanos, erradicación de la violencia contra mujeres,
niñas, niños y adolescentes; protección a pueblos indígenas en aislamiento voluntario; y, acceso
efectivo a una justicia de calidad y oportuna; 
  
Que el entonces Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos de conformidad al Acuerdo
Ministerial Nº 8 de 27 de noviembre de 2014, suscrito por la extinta Secretaría Nacional de Gestión
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de la Política (Publicado en el Registro Oficial No. 438 de 13 de febrero de 2015), tenía la facultad
de aprobar la personalidad jurídica de Corporaciones y Fundaciones que tengan dentro de su ámbito
de acción, objetivos y fines relacionados con la solución de conflictos dentro de la participación 
ciudadana; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 631 de 4 de enero de 2019, el Presidente Constitucional de la
República, decretó que el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos queda extinguido el
14 de enero de 2019, fecha en la cual empezará a funcionar la Secretaría de Derechos Humanos, la
misma que asume la competencia para la aprobación de organizaciones sociales cuyo ámbito de
acción, objetivos y fines correspondían al extinto Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y 
Cultos; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 818 de 3 de julio de 2019, el Presidente Constitucional de la
República, designó a la señora Cecilia del Consuelo Chacón Castillo como Secretaria de Derechos 
Humanos; 
  
Que mediante Resolución No. SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, suscrito por la
máxima autoridad de la Secretaría de Derechos Humanos, en su artículo 17 establece de manera
textual lo siguiente: “El Secretario de Derechos Humanos, delega a el/la director/a” de Asesoría
Jurídica, para que a su nombre y representación, ejerza las facultades y atribuciones siguientes: 1.
Suscribir resoluciones relativas al otorgamiento de personalidad jurídica, (…) de las
Corporaciones y Fundaciones cuyos fines y objetivos se encuentren enmarcados en las
competencias de la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que mediante Resolución No. SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 2020, suscrito por
la magíster Cecilia del Consuelo Chacón Castillo, en su calidad de Secretaria de Derechos
Humanos, resolvió en su artículo único lo siguiente: “Sustituir en las Resoluciones No.
SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, (…) las palabras “Director/a de Asesoría
Jurídica” o “Coordinador/a General de Asesoría Jurídica” por lo siguiente: “el/la Responsable de
la Gestión Jurídica”, al contar esta Cartera de Estado con una nueva estructura institucional
aprobada por el Viceministerio del Servicio Público del Ministerio del Trabajo; 
  
Que mediante Acción de Personal No. A-0119 de 01 de septiembre de 2020, la delegada de la
Autoridad Nominadora de la Secretaría de Derechos Humanos, resolvió designar como Director de
Asesoría Jurídica, al doctor Marcelo Alfonso Torres Garcés; 
  
Que mediante solicitud ingresada en el Sistema de Gestión Documental con No.
SDH-CGAF-DA-2020-2122-E, la señora Aida María Vimos Valdivieso, en su calidad de única
miembro fundadora y Presidenta Provisional de la Fundación para la Mediación “Acuerdos”,
domiciliada en el cantón Cumandá, provincia de Chimborazo, solicitó la aprobación del estatuto y
la personalidad jurídica de la mencionada organización sin fines de lucro; 
  
Que mediante oficio No. SDH-DAJ-2020-2183-O de 29 de octubre de 2020, se realizaron
observaciones a la documentación presentada por la Fundación para la Mediación “Acuerdos”,
previo a la aprobación de su personalidad jurídica; 
  
Que mediante solicitud ingresada en el Sistema de Gestión Documental con No.
SDH-CGAF-DA-2020-2999-E, la señora Aida María Vimos Valdivieso, en su calidad de única
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miembro fundadora y Presidenta Provisional de la Fundación para la Mediación “Acuerdos”,
domiciliada en el cantón Cumandá, provincia de Chimborazo, solicitó continuar con la aprobación
del estatuto y la personalidad jurídica de la mencionada organización sin fines de lucro, acogiendo
las observaciones realizadas a la documentación en el oficio del considerando anterior; 
  
Que mediante memorando No. SDH-DAJ-2020-0504-M de 09 de diciembre de 2020, el abogado
Carlos Iván Cisneros Cruz, en su calidad de Especialista comunicó al Director de Asesoría Jurídica,
el cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa legal aplicable, por parte de la
Fundación para la Mediación “Acuerdos”, y, en concordancia con el principio constitucional de
asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria, recomienda la aprobación de su
estatuto y personalidad jurídica, recalcando que todas las actividades que realice la organización
respecto al establecimiento o creación de un Centro de Mediación y Arbitraje, se las realizará en
apego a la normativa legal aplicable y las normas específicas del Consejo de la Judicatura; y,  
  
En ejercicio de las facultades previstas en los artículos 66 numeral 13), y 154 numeral 1) de la
Constitución de la República del Ecuador; los artículos 11 literal k), 17 y 55 del Estatuto del
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (ERJAFE); en concordancia con los
artículos 2, 7, 10, 12 y 13 del Reglamento para el otorgamiento de Personalidad Jurídica a las
Organizaciones Sociales, y, en cumplimiento a la delegación constante en el numeral 1) del artículo
17 de la Resolución No. SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, y, la Resolución No.
No. SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 2020, 
  

Resuelve:

  
Artículo 1.- Aprobar el estatuto y otorgar personalidad jurídica a la FUNDACIÓN PARA LA
MEDIACIÓN “ACUERDOS”, con domicilio principal en el cantón Cumandá, provincia de
Chimborazo, como persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, que para el ejercicio de
sus derechos y obligaciones actuará dentro del límite de sus competencias, y, se sujetará
estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del Ecuador, el Titulo XXX del
Libro Primero del Código Civil, el Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las
Organizaciones Sociales, expedido mediante Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017,
publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 109 de 27 de octubre de 2017, y, demás normativa
legal aplicable. 
  
Artículo 2.- La Fundación para la Mediación “Acuerdos”, se obliga a poner en conocimiento de la
Secretaría de Derechos Humanos, cualquier modificación en su estatuto, integrantes de su directorio
en el caso de estar conformada por más de una sola persona, inclusión y salida de miembros, y
demás información relevante de las actividades que la organización realice en apego a la normativa
legal vigente y estatutaria. 
  
Artículo 3.- La Fundación para la Mediación “Acuerdos”, realizará los trámites pertinentes en el
Servicio de Rentas Internas, a fin de obtener el Registro Único de Contribuyente - RUC. 
  
Artículo 4.- Registrar en calidad de única miembro fundadora a la señora Aida María Vimos
Valdivieso, quien ostentará la calidad de Directora Ejecutiva y Representante Legal de la Fundación
para la Mediación “Acuerdos”, mientras dure la unipersonalidad de la Fundación, la misma que
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tiene la obligación de notificar cada dos años a la Secretaría de Derechos Humanos, un informe de
sus actividades en cumplimiento de su objetivo general y fines específicos. 
  
Artículo 5.- La Fundación para la Mediación “Acuerdos”, en el caso de crear un Centro de
Mediación y Arbitraje, está obligada a registrarla ante el Consejo de la Judicatura, de conformidad a
lo establecido en el artículo 39 de la Codificación de la Ley de Arbitraje y Mediación, y, el
Instructivo de Registro y Funcionamiento de Centros de Mediación, expedido mediante Resolución
del Consejo de la Judicatura No. 26 de 20 de febrero de 2018, publicado en el Registro Oficial
Suplemento No. 209 de 27 de marzo de 2018. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos podrá ordenar la cancelación del registro de la
Fundación para la Mediación “Acuerdos”, de comprobarse las causales establecidas en el artículo
19 del Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017, o la norma que regula este proceso al
momento de haber incurrido en la causal. 
  
Artículo 7.- Notificar a la miembro fundadora de la Fundación para la Mediación “Acuerdos”, con
un ejemplar de la presente Resolución, de conformidad a lo dispuesto en el Estatuto del Régimen
Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva ERJAFE. 
  
La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
  
Por delegación de la Secretaria de Derechos Humanos, suscribo, 
  
Comuníquese y publíquese.- 

 

Documento firmado electrónicamente

Dr. Marcelo Alfonso Torres Garcés
DIRECTOR DE ASESORÍA JURÍDICA 

Referencias: 
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Copia: 
Señora Ingeniera
Soraya del Pilar Arévalo Serrano
Directora Administrativa
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SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS

 

Dr. Marcelo Alfonso Torres Garcés 
DIRECTOR DE ASESORÍA JURÍDICA 

DELEGADO DE LA SECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 
  

Considerando:

 
 
Que el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce y
garantiza el derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria; 
  
Que la Constitución de la República en su artículo 154, numeral 1, determina que corresponde
a los Ministros de Estado en la esfera de sus competencias expedir las normas, acuerdos y
resoluciones que sean necesarias para la gestión ministerial; 
  
Que el artículo 36 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana establece que las
organizaciones sociales que desearen tener personalidad jurídica, deberán tramitarla en las
diferentes instancias públicas que correspondan a su ámbito de acción, y actualizarán sus datos
conforme a sus estatutos; 
  
Que el Código Civil, en el Libro Primero, Título XXX prevé la constitución de Corporaciones
y Fundaciones, así como reconoce la facultad de la autoridad que otorgó su personalidad
jurídica, para disolverlas a pesar de la voluntad de sus miembros si llegan a comprometer la
seguridad o los intereses del Estado, o no corresponden al objeto de su institución; 
  
Que el artículo 565 del Código ibídem determina que no son personas jurídicas las
Fundaciones o Corporaciones que no se hayan establecido en virtud de una ley, o que no
hayan sido aprobadas por el Presidente de la República; 
  
Que el literal k) del artículo 11 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la
Función Ejecutiva - ERJAFE, establece como una de las atribuciones del Presidente de la
República, delegar a los Ministros, de acuerdo con la materia de que se trate, la aprobación de
los estatutos de las Fundaciones o Corporaciones, y el otorgamiento de personalidad jurídica,
según lo previsto en los artículos 565 y 567 del Código Civil; 
  
Que el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son competentes para el
despacho de todos los asuntos inherentes a sus Ministerios sin necesidad de autorización
alguna del Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes
especiales. Los Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus
atribuciones y deberes al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios cuando
lo estimen conveniente, siempre y cuando las delegaciones que concedan no afecten a la buena
marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin perjuicio de las funciones, atribuciones y
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obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos tenga el funcionario delegado; 
  
Que el artículo 55 del ERJAFE, establece que las atribuciones propias de las diversas
entidades y autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables
en las autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas
por la Ley o por Decreto; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017, publicado en el Registro
Oficial, Suplemento No. 109 de 27 de octubre de 2017, se expide el Reglamento para el
otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; 
  
Que el artículo 2 del Decreto Ejecutivo ibídem, menciona que su ámbito rige para las
organizaciones sociales y demás ciudadanas y ciudadanos con personalidad jurídica que, en
uso del derecho a la libertad de asociación y reunión, participan voluntariamente en las
diversas manifestaciones y formas de organización de la sociedad, y, para las entidades u
organismos competentes del Estado que otorgan personalidad jurídica a las organizaciones que
lo soliciten en el ámbito de su gestión; 
  
Que el artículo 7 del Decreto Ejecutivo ibídem, señala que para otorgar personalidad jurídica a
las organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo requieran, las
instituciones competentes del Estado, de acuerdo a sus competencias específicas, observarán
que los actos relacionados con la constitución, aprobación, reforma y codificación de
estatutos, disolución, liquidación, registro y demás actos que tengan relación con la vida
jurídica de las organizaciones sociales, se ajusten a las disposiciones constitucionales, legales
y al mencionado Reglamento; 
  
Que el artículo 10 del Decreto Ejecutivo ibídem señala que las Fundaciones podrán ser
constituidas por la voluntad de uno o más fundadores. Estas organizaciones buscan o
promueven el bien común de la sociedad, incluyendo las actividades de promocionar,
desarrollar e incentivar dicho bien en sus aspectos sociales, culturales, educacionales,
ambientales, deportivas, así como actividades relacionadas con la filantropía y beneficencia
pública; entre otras; 
  
Que el artículo 12 del Decreto Ejecutivo ibídem, establece los requisitos que las
Corporaciones y Fundaciones sin fines de lucro, deben dar estricto cumplimiento para la
aprobación de su personalidad jurídica; 
  
Que el artículo 13 del Decreto Ejecutivo ibídem, establece el procedimiento para la
aprobación del estatuto y otorgamiento de personalidad jurídica de las Corporaciones y
Fundaciones sin fines de lucro, por parte de las Carteras de Estado competentes; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente
Constitucional de la República del Ecuador, decretó transformar el Ministerio de Justicia,
Derechos Humanos y Cultos, en la Secretaría de Derechos Humanos, como una entidad de
derecho público, con personalidad jurídica, dotada de autonomía administrativa, operativa y
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financiera, la misma que tiene a su cargo las competencias de derechos humanos, erradicación
de la violencia contra mujeres, niñas, niños y adolescentes; protección a pueblos indígenas en
aislamiento voluntario; y, acceso efectivo a una justicia de calidad y oportuna; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 631 de 4 de enero de 2019, el Presidente Constitucional
de la República, decretó que el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos queda
extinguido el 14 de enero de 2019, fecha en la cual empezará a funcionar la Secretaría de
Derechos Humanos; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 818 de 3 de julio de 2019, el Presidente Constitucional
de la República, designó a la señora Cecilia del Consuelo Chacón Castillo como Secretaria de
Derechos Humanos; 
  
Que mediante Resolución No. SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, suscrito por
la máxima autoridad de la Secretaría de Derechos Humanos, en su artículo 17 establece de
manera textual lo siguiente: “El Secretario de Derechos Humanos, delega a el/la director/a” 
de Asesoría Jurídica, para que a su nombre y representación, ejerza las facultades y 
atribuciones siguientes: 1. Suscribir resoluciones relativas al otorgamiento de personalidad 
jurídica, constitución, reforma y codificación, reforma y codificación de Estatutos, disolución 
y liquidación de las Corporaciones y Fundaciones cuyos fines y objetivos se encuentren 
enmarcados en las competencias de la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que mediante Resolución No. SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 2020, suscrito
por la magíster Cecilia del Consuelo Chacón Castillo, en su calidad de Secretaria de Derechos
Humanos, resolvió en su artículo único lo siguiente: “Sustituir en las Resoluciones No.
SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, (…) las palabras “Director/a de Asesoría
Jurídica” o “Coordinador/a General de Asesoría Jurídica” por lo siguiente: “el/la
Responsable de la Gestión Jurídica”, al contar esta Cartera de Estado con una nueva
estructura institucional aprobada por el Viceministerio del Servicio Público del Ministerio del 
Trabajo; 
  
Que mediante Acción de Personal No. A-0119 de 01 de septiembre de 2020, la delegada de la
Autoridad Nominadora de la Secretaría de Derechos Humanos, resolvió designar como
Director de Asesoría Jurídica, al doctor Marcelo Alfonso Torres Garcés; 
  
Que mediante solicitud ingresada en el Sistema de Gestión Documental con No.
SDH-CGAF-DA-2020-1637-E, el señor David Alejandro Lara Novillo, en su calidad de
Presidente Provisional de la Fundación Minkana, domiciliada en la ciudad de Sangolquí,
cantón Rumiñahui, provincia de Pichincha, solicita la aprobación del estatuto y la
personalidad jurídica de la mencionada organización sin fines de lucro; 
  
Que mediante oficio No. SDH-DAJ-2020-1834-O de 07 de septiembre de 2020, se realizaron
observaciones a la documentación presentada por la Fundación Minkana, previo a la
aprobación de su personalidad jurídica; 
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Que mediante solicitud ingresada en el Sistema de Gestión Documental con No.
SDH-CGAF-DA-2020-2600-E, la señora Teresa Raquel Novillo López, en su calidad de
Directora Ejecutiva provisional de la Fundación Minkana, domiciliada en la ciudad de
Sangolquí, cantón Rumiñahui, provincia de Pichincha, solicita continuar con la aprobación del
estatuto y la personalidad jurídica de la mencionada organización sin fines de lucro, acogiendo
las observaciones realizadas a la documentación en el oficio del considerando anterior; 
  
Que mediante memorando No. SDH-DAJ-2020-0513-M de 15 de diciembre de 2020, el
abogado Carlos Iván Cisneros Cruz, en su calidad de Especialista comunicó al Director de
Asesoría Jurídica, el cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa legal
aplicable por parte de la Fundación Minkana, y, en concordancia con el principio
constitucional de asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria, recomienda la
aprobación de su estatuto y personalidad jurídica; y,  
  
En ejercicio de las facultades previstas en los artículos 66 numeral 13), y 154 numeral 1) de la
Constitución de la República del Ecuador; los artículos 11 literal k), 17 y 55 del Estatuto del
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (ERJAFE); en concordancia con los
artículos 2, 7, 10, 12 y 13 del Reglamento para el otorgamiento de Personalidad Jurídica a las
Organizaciones Sociales, y, en cumplimiento a la delegación constante en el numeral 1) del
artículo 17 de la Resolución No. SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, y, la
Resolución No. SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 2020, 
  

Resuelve:

  
Artículo 1.- Aprobar el estatuto y otorgar personalidad jurídica a la FUNDACIÓN 
MINKANA, con domicilio principal en la ciudad de Sangolquí, cantón Rumiñahui, provincia
de Pichincha, como persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, que para el
ejercicio de sus derechos y obligaciones actuará dentro del límite de sus competencias, y, se
sujetará estrictamente a lo que determina la Constitución de la República del Ecuador, el
Titulo XXX del Libro Primero del Código Civil, el Reglamento para el Otorgamiento de
Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales, expedido mediante Decreto Ejecutivo
No. 193 de 23 de octubre de 2017, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 109 de 27
de octubre de 2017, y, demás normativa legal aplicable. 
  
Artículo 2.- La Fundación Minkana, se obliga a poner en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, la reforma o codificación de su estatuto, integrantes de su directorio,
inclusión y salida de miembros, y demás información relevante de las actividades que la
organización realice en apego a la normativa legal vigente y estatutaria. 
  
Artículo 3.- La Fundación Minkana, realizará los trámites pertinentes en el Servicio de Rentas
Internas, a fin de obtener el Registro Único de Contribuyente - RUC. 
  
Artículo 4.- La Secretaría de Derechos Humanos, registra en calidad de miembros fundadores
a las personas de la Fundación Minkana, que suscribieron el acta constitutiva de la
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organización, el mismo que consta dentro de los documentos que forman parte del expediente
administrativo de la entidad. 
  
Artículo 5.- La Directora Ejecutiva Provisional de la Fundación Minkana, convocará a
Asamblea General para la elección de la Directiva, conforme lo dispone el artículo 16 del
Reglamento para el otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos podrá ordenar la cancelación del registro de
la Fundación Minkana, de comprobarse las causales establecidas en el artículo 19 del Decreto
Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017, o la norma que regula este proceso al momento
de haber incurrido en la causal. 
  
Artículo 7.- Notificar a la Directora Ejecutiva Provisional de la Fundación Minkana, con un
ejemplar de la presente Resolución, de conformidad a lo dispuesto en el Estatuto del Régimen
Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva ERJAFE. 
  
La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
  
Por delegación de la Secretaria de Derechos Humanos, suscribo, 
  
Comuníquese y publíquese.- 
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SECRETARÍA DE DERECHOS HUMANOS

 

Dr. Marcelo Alfonso Torres Garcés 
DIRECTOR DE ASESORÍA JURÍDICA 

DELEGADO DE LA SECRETARIA DE DERECHOS HUMANOS 
  

Considerando:

 
 
Que el numeral 13 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, reconoce y
garantiza el derecho a asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria; 
  
Que la Constitución de la República en su artículo 154, numeral 1, determina que corresponde
a los Ministros de Estado en la esfera de sus competencias expedir las normas, acuerdos y
resoluciones que sean necesarias para la gestión ministerial; 
  
Que el artículo 36 de la Ley Orgánica de Participación Ciudadana establece que las
organizaciones sociales que desearen tener personalidad jurídica, deberán tramitarla en las
diferentes instancias públicas que correspondan a su ámbito de acción, y actualizarán sus datos
conforme a sus estatutos; 
  
Que el Código Civil, en el Libro Primero, Título XXX prevé la constitución de Corporaciones
y Fundaciones, así como reconoce la facultad de la autoridad que otorgó su personalidad
jurídica, para disolverlas a pesar de la voluntad de sus miembros si llegan a comprometer la
seguridad o los intereses del Estado, o no corresponden al objeto de su institución; 
  
Que el artículo 565 del Código ibídem determina que no son personas jurídicas las
Fundaciones o Corporaciones que no se hayan establecido en virtud de una ley, o que no
hayan sido aprobadas por el Presidente de la República; 
  
Que el literal k) del artículo 11 del Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la
Función Ejecutiva - ERJAFE, establece como una de las atribuciones del Presidente de la
República, delegar a los Ministros, de acuerdo con la materia de que se trate, la aprobación de
los estatutos de las Fundaciones o Corporaciones, y el otorgamiento de personalidad jurídica,
según lo previsto en los artículos 565 y 567 del Código Civil; 
  
Que el artículo 17 del ERJAFE, establece que los Ministros de Estado son competentes para el
despacho de todos los asuntos inherentes a sus Ministerios sin necesidad de autorización
alguna del Presidente de la República, salvo los casos expresamente señalados en leyes
especiales. Los Ministros de Estado, dentro de la esfera de su competencia, podrán delegar sus
atribuciones y deberes al funcionario inferior jerárquico de sus respectivos Ministerios cuando
lo estimen conveniente, siempre y cuando las delegaciones que concedan no afecten a la buena
marcha del Despacho Ministerial, todo ello sin perjuicio de las funciones, atribuciones y
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obligaciones que de acuerdo con las leyes y reglamentos tenga el funcionario delegado; 
  
Que el artículo 55 del ERJAFE, establece que las atribuciones propias de las diversas
entidades y autoridades de la Administración Pública Central e Institucional, serán delegables
en las autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren prohibidas
por la Ley o por Decreto; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017, publicado en el Registro
Oficial, Suplemento No. 109 de 27 de octubre de 2017, se expide el Reglamento para el
otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales; 
  
Que el artículo 2 del Decreto Ejecutivo ibídem, menciona que su ámbito rige para las
organizaciones sociales y demás ciudadanas y ciudadanos con personalidad jurídica que, en
uso del derecho a la libertad de asociación y reunión, participan voluntariamente en las
diversas manifestaciones y formas de organización de la sociedad, y, para las entidades u
organismos competentes del Estado que otorgan personalidad jurídica a las organizaciones que
lo soliciten en el ámbito de su gestión; 
  
Que el artículo 7 del Decreto Ejecutivo ibídem, señala que para otorgar personalidad jurídica a
las organizaciones sociales sin fines de lucro, que voluntariamente lo requieran, las
instituciones competentes del Estado, de acuerdo a sus competencias específicas, observarán
que los actos relacionados con la constitución, aprobación, reforma y codificación de
estatutos, disolución, liquidación, registro y demás actos que tengan relación con la vida
jurídica de las organizaciones sociales, se ajusten a las disposiciones constitucionales, legales
y al mencionado Reglamento; 
  
Que el artículo 10 del Decreto Ejecutivo ibídem señala que las Fundaciones podrán ser
constituidas por la voluntad de uno o más fundadores. Estas organizaciones buscan o
promueven el bien común de la sociedad, incluyendo las actividades de promocionar,
desarrollar e incentivar dicho bien en sus aspectos sociales, culturales, educacionales,
ambientales, deportivas, así como actividades relacionadas con la filantropía y beneficencia
pública; entre otras; 
  
Que el artículo 12 del Decreto Ejecutivo ibídem, establece los requisitos que las
Corporaciones y Fundaciones sin fines de lucro, deben dar estricto cumplimiento para la
aprobación de su personalidad jurídica; 
  
Que el artículo 13 del Decreto Ejecutivo ibídem, establece el procedimiento para la
aprobación del estatuto y otorgamiento de personalidad jurídica de las Corporaciones y
Fundaciones sin fines de lucro, por parte de las Carteras de Estado competentes; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente
Constitucional de la República del Ecuador, decretó transformar el Ministerio de Justicia,
Derechos Humanos y Cultos, en la Secretaría de Derechos Humanos, como una entidad de
derecho público, con personalidad jurídica, dotada de autonomía administrativa, operativa y
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financiera, la misma que tiene a su cargo las competencias de derechos humanos, erradicación
de la violencia contra mujeres, niñas, niños y adolescentes; protección a pueblos indígenas en
aislamiento voluntario; y, acceso efectivo a una justicia de calidad y oportuna; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 631 de 4 de enero de 2019, el Presidente Constitucional
de la República, decretó que el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos queda
extinguido el 14 de enero de 2019, fecha en la cual empezará a funcionar la Secretaría de
Derechos Humanos; 
  
Que mediante Decreto Ejecutivo No. 818 de 3 de julio de 2019, el Presidente Constitucional
de la República, designó a la señora Cecilia del Consuelo Chacón Castillo como Secretaria de
Derechos Humanos; 
  
Que mediante Resolución No. SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, suscrito por
la máxima autoridad de la Secretaría de Derechos Humanos, en su artículo 17 establece de
manera textual lo siguiente: “El Secretario de Derechos Humanos, delega a el/la director/a” 
de Asesoría Jurídica, para que a su nombre y representación, ejerza las facultades y 
atribuciones siguientes: 1. Suscribir resoluciones relativas al otorgamiento de personalidad 
jurídica, constitución, reforma y codificación, reforma y codificación de Estatutos, disolución 
y liquidación de las Corporaciones y Fundaciones cuyos fines y objetivos se encuentren 
enmarcados en las competencias de la Secretaría de Derechos Humanos; 
  
Que mediante Resolución No. SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 2020, suscrito
por la magíster Cecilia del Consuelo Chacón Castillo, en su calidad de Secretaria de Derechos
Humanos, resolvió en su artículo único lo siguiente: “Sustituir en las Resoluciones No.
SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, (…) las palabras “Director/a de Asesoría
Jurídica” o “Coordinador/a General de Asesoría Jurídica” por lo siguiente: “el/la
Responsable de la Gestión Jurídica”, al contar esta Cartera de Estado con una nueva
estructura institucional aprobada por el Viceministerio del Servicio Público del Ministerio del 
Trabajo; 
  
Que mediante Acción de Personal No. A-0119 de 01 de septiembre de 2020, la delegada de la
Autoridad Nominadora de la Secretaría de Derechos Humanos, resolvió designar como
Director de Asesoría Jurídica, al doctor Marcelo Alfonso Torres Garcés; 
  
Que mediante solicitud ingresada en el Sistema de Gestión Documental con No.
SDH-CGAF-DA-2020-2848-E, la señora Sandra Elizabeth Barahona Chica, en su calidad de
Directora Ejecutiva Provisional de la Fundación AkuAnuna, domiciliada en el cantón Quito,
provincia de Pichincha, solicita la aprobación del estatuto y la personalidad jurídica de la
mencionada organización sin fines de lucro; 
  
Que mediante memorando No. SDH-DAJ-2020-0509-M de 14 de diciembre de 2020, el
abogado Carlos Iván Cisneros Cruz, en su calidad de Especialista comunicó al Director de
Asesoría Jurídica, el cumplimiento de los requisitos establecidos en la normativa legal
aplicable por parte de la Fundación AkuAnuna, y, en concordancia con el principio
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constitucional de asociarse, reunirse y manifestarse en forma libre y voluntaria, recomienda la
aprobación de su estatuto y personalidad jurídica; y,  
  
En ejercicio de las facultades previstas en los artículos 66 numeral 13), y 154 numeral 1) de la
Constitución de la República del Ecuador; los artículos 11 literal k), 17 y 55 del Estatuto del
Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva (ERJAFE); en concordancia con los
artículos 2, 7, 10, 12 y 13 del Reglamento para el otorgamiento de Personalidad Jurídica a las
Organizaciones Sociales, y, en cumplimiento a la delegación constante en el numeral 1) del
artículo 17 de la Resolución No. SDH-SDH-2019-0001-R de 06 de marzo de 2019, y, la
Resolución No. SDH-SDH-2020-0012-R de 29 de septiembre de 2020, 
  

Resuelve:

  
Artículo 1.- Aprobar el estatuto y otorgar personalidad jurídica a la FUNDACIÓN 
AKUANUNA, con domicilio principal en el cantón Quito, provincia de Pichincha, como
persona jurídica de derecho privado sin fines de lucro, que para el ejercicio de sus derechos y
obligaciones actuará dentro del límite de sus competencias, y, se sujetará estrictamente a lo
que determina la Constitución de la República del Ecuador, el Titulo XXX del Libro Primero
del Código Civil, el Reglamento para el Otorgamiento de Personalidad Jurídica a las
Organizaciones Sociales, expedido mediante Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de
2017, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 109 de 27 de octubre de 2017, y,
demás normativa legal aplicable. 
  
Artículo 2.- La Fundación AkuAnuna, se obliga a poner en conocimiento de la Secretaría de
Derechos Humanos, la reforma o codificación de su estatuto, integrantes de su directorio,
inclusión y salida de miembros, y demás información relevante de las actividades que la
organización realice en apego a la normativa legal vigente y estatutaria. 
  
Artículo 3.- La Fundación AkuAnuna, realizará los trámites pertinentes en el Servicio de
Rentas Internas, a fin de obtener el Registro Único de Contribuyente - RUC. 
  
Artículo 4.- La Secretaría de Derechos Humanos, registra en calidad de miembros fundadores
a las personas de la Fundación AkuAnuna, que suscribieron el acta constitutiva de la
organización, el mismo que consta dentro de los documentos que forman parte del expediente
administrativo de la entidad. 
  
Artículo 5.- La Directora Ejecutiva Provisional de la Fundación AkuAnuna, convocará a
Asamblea General para la elección de la Directiva, conforme lo dispone el artículo 16 del
Reglamento para el otorgamiento de Personalidad Jurídica a las Organizaciones Sociales. 
  
Artículo 6.- La Secretaría de Derechos Humanos podrá ordenar la cancelación del registro de
la Fundación AkuAnuna, de comprobarse las causales establecidas en el artículo 19 del
Decreto Ejecutivo No. 193 de 23 de octubre de 2017, o la norma que regula este proceso al
momento de haber incurrido en la causal. 
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Artículo 7.- Notificar a la Directora Ejecutiva Provisional de la Fundación AkuAnuna, con un
ejemplar de la presente Resolución, de conformidad a lo dispuesto en el Estatuto del Régimen
Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva ERJAFE. 
  
La presente Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su
publicación en el Registro Oficial. 
  
Por delegación de la Secretaria de Derechos Humanos, suscribo, 
  
Comuníquese y publíquese.- 

 

Documento firmado electrónicamente

Dr. Marcelo Alfonso Torres Garcés
DIRECTOR DE ASESORÍA JURÍDICA 

Referencias: 
- SDH-CGAF-DA-2020-2848-E 

Copia: 
Señora Ingeniera
Soraya del Pilar Arévalo Serrano
Directora Administrativa

cc

5/5
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 

Firmado electrónicamente por:

MARCELO ALFONSO
TORRES GARCES



Miércoles  10 de febrero de 2021Registro Oficial - Tercer Suplemento Nº 389

39 

Resolución Nro. SNAI-SNAI-2021-0005-R

Quito, D.M., 13 de enero de 2021

SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE LA
LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

CONSIDERANDO:

Que, el artículo 1 de la Constitución de la República define al Ecuador como un Estado constitucional de
derechos y justicia, social, democrático, soberano, independiente, unitario, intercultural, plurinacional y laico; 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 3 establece los deberes primordiales del Estado.
Entre estos deberes se encuentra el garantizar sin discriminación, el efectivo goce de los derechos reconocidos
en la Constitución y en los instrumentos internacionales; 

Que, el artículo 35 de la Constitución de la República considera a las personas privadas de libertad como un
grupo de atención prioritaria, estableciendo que recibirán atención prioritaria y especializada en los ámbitos
público y privado; 

Que, el artículo 51 de la Constitución de la República reconoce como derechos de las personas privadas de la
libertad los siguientes: no ser sometidas a aislamiento como sanción disciplinaria; comunicación y visita de sus
familiares y profesionales del derecho; declarar ante una autoridad judicial sobre el trato que haya recibido
durante la privación de libertad; contar con los recursos humanos y materiales necesarios para garantizar su
salud integral en los centros de privación de libertad; atención de sus necesidades educativa, laborales,
productivas, culturales, alimenticias y recreativas; recibir un tratamiento preferente y especializado en el caso de
las mujeres embarazadas y en periodo de lactancia, adolescentes, y las personas adultas mayores, enfermas o
con discapacidad; y, contar con medidas de protección para las niñas, niños, adolescentes, personas con
discapacidad y personas adultas mayores que estén bajo su cuidado y dependencia; 

Que, el artículo 83 de la Norma Suprema determina los deberes y responsabilidades de los ecuatorianos, entre
los que se encuentran: “1. Acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones legítimas de autoridad
competente; (ï¼) 4. Colaborar en el mantenimiento de la paz y de la seguridad; (ï¼) 8. Administrar
honradamente y con apego irrestricto a la ley el patrimonio público, y denunciar y combatir los actos de
corrupción; (ï¼)”; 

Que, los numerales 1 y 3 del artículo 85 de la Constitución de la República del Ecuador, determinan que las
políticas públicas y la prestación de bienes y servicios públicos están orientadas a hacer efectivos el buen vivir y
los derechos; y, que el Estado debe garantizar la distribución equitativa y solidaria del presupuesto para la
ejecución de políticas públicas y para la prestación de bienes y servicios públicos; 

Que, el artículo 201 de la Constitución de la República determina como finalidades del Sistema Nacional de
Rehabilitación Social, la rehabilitación integral de las personas sentenciadas penalmente para reinsertarlas en la
sociedad, así como su protección y la garantía de sus derechos.   

Además prioriza el desarrollo de sus capacidades para ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al
recuperar la libertad; 

Que, el artículo 202 de la Constitución de la República, en concordancia con el artículo 674 del Código
Orgánico políticas, administración de centros de privación de libertad y fijación de estándares de cumplimiento
de los fines del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; este organismo tiene un órgano gobernante o
directorio integrado por las autoridades establecidas en el artículo 675 del Código Orgánico Integral Penal; 

Que, la Constitución de la República en el artículo 226 establece que las instituciones del Estado, sus
organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud de una
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potestad estatal, ejercerán las competencias y facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la Ley y
tendrán el deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer efectivo el goce y ejercicio de
los derechos reconocidos en la Constitución; 

Que, el artículo 672 del Código Orgánico Integral Penal define al Sistema Nacional de Rehabilitación Social
como el “conjunto de principios, normas, políticas de las instituciones, programas y procesos que se
interrelacionan e interactúan de manera integral, para dar cumplimiento a la finalidad del sistema y para la
ejecución penal”; 

Que, el artículo 673 del Código Orgánico Integral Penal señala que el Sistema Nacional de Rehabilitación
Social tiene cuatro finalidades: “1. La protección de los derechos y garantías de las personas privadas de 
libertad reconocidos en la Constitución de la República, los instrumentos internacionales de derechos humanos
y la presen te Ley, con atención a sus necesidades especiales. 2. El desarrollo de las capacidades de las
personas privadas de libertad para ejercer sus derechos y cumplir sus responsabilidades al recuperar
completamente su libertad. 3. La rehabilitación integral de las personas privadas de libertad, en el
cumplimiento de su condena. 4. La reinserción social y económica de las personas privadas de libertad. 5. Las
demás reconocidas en los instrumentos internacionales ratificados por el Estado”; 

Que, el artículo 674 del Código Orgánico Integral Penal determina como atribuciones del Organismo Técnico
las siguientes: “1. Organizar y administrar el funcionamiento del Sistema. 2. Definir la estructura orgánica
funcional y administrar los centros de privación de la libertad. 3. Garantizar la seguridad y protección de las
personas privadas de la libertad, del cuerpo de seguridad y vigilancia penitenciaria, del personal
administrativo de los centros de privación de la libertad, así como de las personas que ingresan en calidad de
visitas. 4. Evaluar la eficacia y eficiencia de las políticas del Sistema. 5. Fijar los estándares de cumplimiento
de los fines del Sistema”; 

Que, el artículo 676 del Código Orgánico Integral Penal establece como responsabilidad del Estado la custodia
de las personas privadas de libertad, así como el responder por las acciones u omisiones de sus 
servidoras o servidores que violen los derechos de las personas privadas de libertad; 

Que, el Código Orgánico Integral Penal en su artículo 678 indica que las medidas cautelares personales y las
penas privativas de libertad y apremios se cumplirán en centros de privación de libertad. Para el efecto,
determina que estos centros de privación de libertad son de dos tipos: a) centros de privación provisional de
libertad; y, b) centros de rehabilitación social. Los primeros son aquellos en los que permanecen “personas
privadas preventivamente de libertad en virtud de una medida cautelar o de apremio impuesta por una o un
juez competente, quienes serán tratadas aplicando el principio de inocencia”; y, los segundos son aquellos en
los que “permanecen las personas a quienes se les impondrá una pena mediante una sentencia condenatoria 
ejecutoriada”; 

Que, el artículo 687 del Código Orgánico Integral Penal determina que la “dirección, administración y
funcionamiento de los centros de privación de libertad estará a cargo de la autoridad competente designada”; 

Que, el artículo 694 del Código Orgánico Integral Penal establece que las personas privadas de libertad se
ubicarán en los niveles de máxima, media o mínima seguridad; 

Que, el artículo 682 del Código Orgánico Integral Penal establece los criterios de separación de las personas
privadas de libertad; 

Que, según el numeral 1 del artículo 69 del Código Orgánico Administrativo, los órganos administrativos
pueden delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de gestión, en otros órganos o entidades de la
misma administración pública, jerárquicamente dependientes; 

Que, según lo dispone el literal e) del numeral I del artículo 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del
Estado, una de las atribuciones y obligaciones de los titulares de las máximas autoridades de las instituciones del
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Estado es la de dictar los correspondientes reglamentos y demás normas secundarias necesarias para el eficiente,
efectivo y económico funcionamiento de sus instituciones. 

Que, otros cuerpos legales y reglamentarios, como la Ley Orgánica del Servicio Público, el Reglamento General
para la Administración, Utilización, Manejo y Control de los Bienes e Inventarios del Sector Público, el
Reglamento Sustitutivo para el Control de los Vehículos del Sector Público y de las Entidades de Derecho
Privado que disponen de Recursos Públicos, el Reglamento para Registro y Control de las Cauciones, entre
otros, determinan competencias y atribuciones a ser cumplidas por los titulares de las instituciones públicas; 

Que, el artículo 55 del Estatuto del Régimen Jurídico Administrativo de la Función Ejecutiva ERJAFE establece
que las atribuciones propias de las diversas entidades y autoridades de la Administración Pública Central e
Institucional, serán delegables en las autoridades u órganos de inferior jerarquía, excepto las que se encuentren
prohibidas por la Ley o por Decreto; 

Que, mediante Decreto Ejecutivo Nº 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente de la República, Lcdo.
Lenín Moreno Garcés, en el ejercicio de sus facultades, decretó transformar el Ministerio de Justicia Derechos
Humanos y Cultos en la Secretaría de Derechos Humanos; y, en el Artículo 3 creó el Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores (SNAI) como una 
“entidad de derecho público, con personalidad jurídica, dotada de autonomía administrativa, operativa y
financiera, encargada de la gestión, seguimiento y control de las políticas, regulaciones y planes aprobados por
su órgano gobernante”; 

Que, el artículo 6 del Decreto Ejecutivo N° 560 en mención, estableció que el órgano gobernante del Servicio
Nacional de Atención Integral a Personas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, es el responsable
de “ejercer la rectoría, regulación, planificación y coordinación del Sistema Nacional de Rehabilitación 
Social” el cual se integrará conforme lo dispone el COIP y estará presidido por un delegado del Presidente de la
República; siendo, el Director General del SNAI el secretario del órgano gobernante que interviene con voz
pero sin voto; 

Que, el Presidente de la República, a través del Decreto Ejecutivo N° 747 de 20 de mayo de 2019, designó a la
Dra. Johana Pesántez Benítez, Secretaria General Jurídica de la Presidencia, como delegada del Presidente para
presidir el Directorio del Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; 

Que, el Presidente de la República, a través del Decreto Ejecutivo N° 781 de 03 de junio de 2019, designó al
abogado Edmundo Enrique Ricardo Moncayo Juaneda como Director General del Servicio Nacional de
Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 

Que, el Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social fue aprobado por el Directorio del
Organismo Técnico en la sesión ordinaria N° 3 llevada a cabo el 30 de julio de 2020, y este deroga al anterior
Reglamento del Sistema; 

Que, el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores, al ejercer la Secretaría del Directorio del Organismo Técnico, expidió la resolución correspondiente
con el texto aprobado, el cual corresponde a la Resolución N° SNAI-SNAI-2020-0031-R de 30 de julio de 
2020; 

Que, el artículo 14 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social indica que “El Servicio
Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores o quien
hiciere sus veces, es la entidad encargada del Sistema Nacional de Rehabilitación Social y consecuentemente,
constituye el Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social”; 

Que, el Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social en su artículo 16 numeral 9 indica como
atribución del Organismo Técnico del Sistema “Administrar, gestionar y evaluar los centros de privación de 
libertad”; 
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Que, mediante oficio N° T.510-SGJ-19-0852 de 25 de octubre de 2019, a Dra. Johana Pesántez Benítez,
Secretaria General Jurídica de la Presidencia de la República y Presidenta del Directorio del Organismo
Técnico, en respuesta al pedido realizado sobre aprobación de tipología de los centros de privación de libertad,
indica que el SNAI es una entidad dotada de autonomía administrativa, operativa y financiera y el Directorio del
Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación Social “no es un órgano administrativo del Servicio
y, por lo tanto, no ejerce atribuciones administrativas”. En este contexto, se indicó que el “tratamiento de los
temas propuestos no corresponde al Directorio del Organismo Técnico del Sistema Nacional de Rehabilitación
Social” y el SNAI debe adoptar “las medidas y acciones inmediatas, eficaces, necesarias y pertinentes que 
correspondan”; 

Que, a través de oficio Nro. MDT-VSP-2019-0036, de 28 de enero de 2019, el Ministerio de Trabajo aprobó el
diseño e implementación de la Estructura Provisional del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas
Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 

Que, mediante oficio Nro. SNAI-SNAI-2020-0486-O de 03 de septiembre del 2020, el Director General del
SNAI remite por quinta ocasión la propuesta de estructura orgánica institucional definitiva del SNAI para
aprobación del Ministerio del Trabajo. A través de Oficio MDT-SFSP-2020-1618, el Ministerio del Trabajo
solicita al Ministerio de Economía y Finanzas (MEF) la certificación presupuestaria para emitir la Resolución de
Estructura Definitiva del SNAI; sin embargo, hasta la presente fecha el MEF no se ha pronunciado; 

Que, mediante memorando Nro. SNAI-CGAF-2020-1135-M, la Coordinación General Administrativa
Financiera solicitó validar las actas de productos y servicios (entregables) a las Unidades Administrativas de los
Procesos Agregadores de Valor de Planta Central y Prestadores de Servicios Territoriales; 

Que, a través de memorando Nro. SNAI-DATH-2020-4448-M; la Coordinación General Administrativa
Financiera solicitó a la Dirección de Servicios Procesos, Calidad y Gestión del Cambio y Cultura
Organizacional el respectivo análisis técnico y recomendaciones de la propuesta de Acta de Productos y
servicios de los Procesos Agregadores de Valor de Planta Central y Prestadores de Servicios Territoriales; 

Que, mediante memorando Nro. SNAI-DSPCGCCO-2020-0089-M, la Dirección de Servicios Procesos, Calidad
y Gestión del Cambio y Cultura Organizacional validó la propuesta de Acta de Productos y servicios de los
Procesos Agregadores de Valor de Planta Central y Prestadores de Servicios Territoriales; 

Que, mediante memorando Nro. SNAI-CGAF-2020-1091-M, la Coordinación General Administrativa
Financiera solicitó validar las actas de productos y servicios (entregables) a las Unidades Administrativas de los
Procesos Habilitantes de Asesoría y Apoyo de Planta Central; 

Que, mediante memorando Nro. SNAI-CGAF-2020-1200-M, la Coordinación General Administrativa
Financiera solicitó a la Dirección de Asesoría Jurídica la emisión de la Resolución de productos y servicios de
los Procesos Agregadores de Valor de Planta Central y Prestadores de Servicios Territoriales; 

Que, mediante memorando Nro. SNAI-DATH-2020-4263-M, la Dirección de Administración del Talento
Humano solicitó a la Dirección de Asesoría Jurídica la emisión de la Resolución de productos y servicios de los
Procesos Habilitantes de Asesoría y Apoyo de Planta Central; y, 

Que, en el ejercicio de la administración de los centros de privación de libertad otorgada al Organismo Técnico
del Sistema Nacional de Rehabilitación Social, es necesario adoptar las medidas que permitan optimizar la
gestión administrativa y operativa de la institución. 

Que, con fecha 26 de diciembre de 2020, el Gral. I. (SP) Edmundo Enrique Ricardo Moncayo Juaneda Director
General del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes
Infractores, aprueba la Resolución Nro. SNAI-SNAI-2020-0066-R mediante la cual se expide: “La
Organización Provisional del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de Libertad
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y a Adolescentes Infractores SNAI, y determinación de atribuciones, responsabilidades y entregables de las
Unidades Administrativas de Planta Central y de los Prestadores de Servicio a Nivel Nacional” 

Que, con fecha 13 de enero de 2021 se reformo la Resolución Nro. SNAI-SNAI-2020-0066-R, mediante
Resolución nro. SNAI-SNAI-2021-0004-R. 

En ejercicio de las atribuciones y facultades que le confiere la Constitución de la República y el artículo 674 del
Código Orgánico Integral Penal, en concordancia con el Estatuto del Régimen Jurídico y Administrativo de la
Función Ejecutiva, los artículos 14 y 16 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social; y, del
Decreto Ejecutivo N° 781 de 03 de junio de 2019, 

RESUELVE:

Artículo 1.- Después del numeral 21 del art 35 de la Resolución Nro. SNAI-SNAI-2020-0066-R de 16 de
diciembre de 2020, agréguese los siguientes numerales: 

“22. Desarrollar propuestas de normas, reglamentos, manuales, procedimientos, instructivos e instrumentos para
el funcionamiento y prestación de servicios de Economato y telecomunicaciones (cabinas telefónicas) al interior
de los centros de privación de libertad; 
23. Desarrollar propuestas de convenios y/o acuerdos con instituciones públicas, privadas y ONG´s, para el
funcionamiento y prestación de servicios de Economato y telecomunicaciones (cabinas telefónicas) al interior
de los Centros de Privación de Libertad; 
24. Formular el informe de visitas técnicas realizadas periódicamente a los Centros de Privación de Libertad
para evaluar el funcionamiento y prestación de servicios de Economato y telecomunicaciones; 
25. Formular los informes de seguimiento, control y evaluación al funcionamiento y prestación de servicios de
Economato y telecomunicaciones al interior de los Centros de Privación de Libertad; 
26. Informes para la optimización de recursos obtenidos por la redistribución de los servicios de Economato y
telecomunicaciones al interior de los centros de privación de libertad; 
27 Formular los informes de atención a requerimientos de personas privadas de libertad en cuanto a la calidad
de los servicios de Economato y telecomunicaciones al interior de los Centros de Privación de Libertad; 
28. Desarrollar memorandos de inconformidad por anomalías detectadas en la prestación del servicio de
Economato y telecomunicaciones al interior de los Centros de Privación de Libertad; 
29. Cumplir con las recomendaciones emitidas por la Contraloría General del Estado, mediante los informes de
auditoría y al final de cada ejercicio fiscal remitir un informe de cumplimiento a la Dirección General; 
30. Administrar los fondos de reinversión provenientes de las actividades de Economato y cabinas telefónicas;
y, 
31. Las demás atribuciones y responsabilidades constantes en la ley, reglamentos y las que le sean delegadas por
la máxima autoridad. 

Artículo 2.-  Agréguese un segundo y tercer inciso al artículo 48 la Resolución SNAI-SNAI-2020-0066-R, de
16 de diciembre de 2020 con el siguiente texto: 

Cumplir con las recomendaciones emitidas por la Contraloría General del Estado, mediante los informes de
auditoría y al final de cada ejercicio fiscal remitir un informe de cumplimiento a la Dirección General; y, 

Deberán obtener los permisos de funcionamiento en el Cuerpo de Bomberos. 

Artículo 3.- En la resolución SNAI-SNAI-2020-0066-R de 16 de diciembre de 2020, agréguese las siguientes
Disposiciones Generales:

DÉCIMA QUINTA: Los servidores del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria podrán acogerse a las
figuras de cambio administrativo e intercambio voluntario de puestos de acuerdo a la normativa específica que
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para el efecto emita la administración de Talento Humano del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia penitenciaria
del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la libertad
 
DÉCIMA SEXTA: Todas las Unidades Administrativas del Servicio Nacional de Atención Integral a Personas
Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores y las áreas tanto sustantivas como adjetivas y
asesoras son responsables de cumplir con los principios que rigen la administración pública, así como de dar
cumplimiento a las recomendaciones formuladas en los informes que realicen las entidades de control, a todos
los procesos relacionados con las áreas de competencia y al final de cada ejercicio fiscal remitir un informe de
cumplimiento a la Dirección General.
 

DISPOSICIÓN GENERAL

 
ÚNICA.- Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente Resolución y envío para la
respectiva publicación en el Registro Oficial.
 

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

 
ÚNICA.- En el término de 30 días la Dirección de Asesoría Jurídica codificará o hará cambios pertinentes por
técnica legislativa, a las Resoluciones Nro. SNAI-SNAI-2020-0066-R de 16 de diciembre de 2020,
SNAI-SNAI-2021-0004-R de 13 de enero de 2021 y la presente Resolución, con la finalidad de salvaguardad la
seguridad jurídica.
  
 

DISPOSICIÓN DEROGATORIA

 
ÚNICA.- Deróguese los artículos 13, 16 y 17 de la Resolución Nro. SNAI-SNAI-2021-0004-R de 13 de enero
de 2021
 

DISPOSICIÓN FINAL 
 

Esta Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación en el Registro 
Oficial.
 
Dada y suscrita en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los trece días del mes de enero de dos mil veinte
y uno.  

  
 

 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Edmundo Enrique Moncayo J.
DIRECTOR GENERAL DEL SNAI 
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SERVICIO NACIONAL DE ATENCIÓN INTEGRAL A PERSONAS ADULTAS PRIVADAS DE
LA LIBERTAD Y A ADOLESCENTES

CONSIDERANDO:

Que,      la Constitución de la República del Ecuador, en su artículo 3 señala los deberes primordiales del
Estado, siendo uno de ellos, conforme el numeral 8 “garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura
de paz, a la seguridad integral y a vivir en una sociedad democrática y libre de corrupción”; 

Que,      el artículo 154 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “A las ministras y
ministros de Estados, además de las atribuciones establecidas en la ley, les corresponde: 1. Ejercer la
rectoría de las políticas públicas del área a su cargo y expedir los acuerdos y resoluciones
administrativas que requiere su gestión (…)”; 

Que,      el artículo 158 de la Constitución de la República del Ecuador indica que la Policía Nacional del
Ecuador es una institución de “protección de los derechos, libertades y garantías de los ciudadanos”
cuya función privativa es la “protección interna y el mantenimiento del orden público”; 

Que,      el artículo 163 de la Constitución de la República del Ecuador establece que “La Policía
Nacional es una institución estatal de carácter civil, armada, técnica, jerarquizada, disciplinada,
profesional y altamente especializada, cuya misión es atender la seguridad ciudadana y el orden público,
y proteger el libre ejercicio de los derechos y la seguridad de las personas dentro del territorio nacional.
Los miembros de la Policía Nacional tendrán una formación basada en derechos humanos, investigación
especializada, prevención, control y prevención del delito y utilización de medios de disuasión y
conciliación como alternativas al uso de la fuerza”; 

Que,      el artículo 201 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que: “El sistema de
rehabilitación social tendrá como finalidad la rehabilitación integral de las personas sentenciadas
penalmente para reinsertarlas en la sociedad, así como la protección de las personas privadas de
libertad y la garantía de sus derechos (…)”; 

Que,      el artículo 202 de la Constitución de la República del Ecuador indica que el Sistema Nacional de
Rehabilitación tiene un organismo técnico que es responsable de administrar los centros de privación de 
libertad; 

Que,      el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador indica que la “administración
pública constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia,
calidad, jerarquía, desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación,
transparencia y evaluación”; 

Que,      el artículo 393 de la Constitución de la República del Ecuador señala que el Estado ecuatoriano
garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones integradas para asegurar la convivencia
pacífica de las personas, promover una cultura de paz y prevenir las formas de violencia y discriminación
y la comisión de infracciones y delitos. La planificación y aplicación de estas políticas se encargará a
órganos especializados en los diferentes niveles de gobierno; 

Que,      el artículo 685 del Código Orgánico Integral Penal, respecto de la seguridad interna y perimetral
de los centros de privación de libertad señala que: “La seguridad interna de los centros de privación de
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libertad es competencia del cuerpo de seguridad penitenciaria. La seguridad perimetral es competencia
de la Policía Nacional”; 

Que,      de conformidad con el artículo 686 del Código Orgánico Integral Penal, las o los servidores
encargados de la seguridad penitenciaria y custodia de las personas privadas de la libertad dentro o fuera,
podrán recurrir a las técnicas de uso progresivo de la fuerza para sofocar amotinamientos o contener y
evitar fugas. El uso de la fuerza e instrumentos de coerción se evaluará por el Organismo Técnico; 

Que,      el Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público en su artículo 2
numeral 1) indica que la Policía Nacional es una institución de seguridad; 

Que,      el artículo 59 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público indica
define a la Policía Nacional como “una institución estatal de carácter civil, armada, técnica,
jerarquizada, disciplinada, profesional, altamente especializada, uniformada, obediente y no deliberante;
regida sobre la base de méritos y criterios de igualdad y no discriminación. Estará integrada por
servidoras y servidores policiales”; 

Que,      el artículo 60 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público
establece que la misión de la Policía Nacional del Ecuador es “la protección interna, la seguridad
ciudadana, el mantenimiento del orden público y, dentro del ámbito de su competencia, el apoyo a la
administración de justicia en el marco del respeto y protección del libre ejercicio de los derechos y la
seguridad de las personas dentro del territorio nacional”; 

Que,      el artículo 91 del Código Orgánico  de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden Público
determina que  la carrera policial constituye  “un sistema mediante el cual se regula el ingreso, selección,
formación, capacitación, ascenso, estabilidad, evaluación y permanencia de los servidores o servidoras
que lo integran”; 

Que,      el artículo 97 numeral 10 del Código Orgánico de Entidades de Seguridad Ciudadana y Orden
Público reconoce como derecho de los servidores policiales “Recibir condecoraciones o reconocimientos
institucionales no económicos por actos de servicio, previo el cumplimiento de los requisitos que se
establecerán por parte del ministerio rector de la seguridad ciudadana, protección interna y orden 
público”; 

Que,  mediante Decreto Ejecutivo N° 560 de 14 de noviembre de 2018, el Presidente Constitucional de la
República, creó el Servicio Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a
Adolescentes Infractores; y, en su artículo 4, le asignó todas las atribuciones constantes en leyes y demás
normativa vigente sobre rehabilitación, reinserción, seguridad, indultos, conmutación o rebaja de penas y
medidas cautelares para personas adultas privadas de libertad, así como sobre desarrollo integral de
adolescentes infractores; 

Que,      el Presidente de la República, a través del Decreto Ejecutivo N° 781 de 03 de junio de 2019,
designó al abogado Edmundo Enrique Ricardo Moncayo Juaneda como Director General del Servicio
Nacional de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores; 

Que,      el artículo 102 del Reglamento del Sistema Nacional de Rehabilitación Social indica que “La
seguridad perimetral de los centros de privación de libertad será responsabilidad de la Policía 
Nacional”; 

Que,      mediante Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de Justicia,
Derechos Humanos y Cultos y el Ministerio del Interior, de 12 de abril de 2018, se ejecutan acciones

2/5
* Documento firmado electrónicamente por Quipux 



Miércoles  10 de febrero de 2021Registro Oficial - Tercer Suplemento Nº 389

47 

Resolución Nro. SNAI-SNAI-2021-0006-R

Quito, D.M., 20 de enero de 2021

relacionadas con la seguridad de los centros de privación de libertad a nivel nacional; 

Que,      el Ministerio de Gobierno y la Policía Nacional del Ecuador colaboran con el Servicio Nacional
de Atención Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores SNAI, y
apoyan al Sistema Nacional de Rehabilitación Social; 

Que,      la Subdirección de Contingencia Penitenciaria articula eficientemente la seguridad externa en los
centros de privación de libertad a nivel nacional, lo cual representa un aporte incalculable al Sistema
Nacional de Rehabilitación Social, puesto que permite actuar, a través de las instituciones de seguridad,
ante alertas, amotinamientos y crisis que ponen en peligro no solo a personas privadas de libertad sino
también, a servidores administrativos y de seguridad del SNAI; 

Que,      el Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria expedido mediante
Resolución N° SNAI-SNAI-2019-0014-R de 31 de julio de 2019, reconoce el derecho a recibir
condecoraciones para los servidores del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria; 

Que,      mediante Resolución N° SNAI-SNAI-2020-0016-R de 24 de mayo de 2020 se sustituyó
Sustitúyase el Capítulo VIII De los Méritos, contenido en el Título V del Reglamento General del Cuerpo
de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria, de la Resolución N° SNAI-SNAI-2019-0014-R de 31 de julio de
2019, y en el artículo 103 reformado, se indicó que “Se consideran méritos a las condecoraciones y
reconocimientos no económicos por actos meritorios en el ámbito profesional, académico y/o en el
cumplimiento de las funciones, atribuciones y deberes de los servidores público”; 

Que,      el artículo 104 del Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria
reformado por la Resolución N° SNAI-SNAI-2020-0016-R de 24 de mayo de 2020, señala que “(…) Se
podrá otorgar condecoraciones a servidores públicos que hayan prestado servicios distinguidos u
otorgado beneficios relevantes a la seguridad penitenciaria o al Sistema Nacional de Rehabilitación
Social.  Las condecoraciones contendrán el sello institucional y el nombre correspondiente y serán
otorgadas a través de resolución expedida por la máxima autoridad del Servicio Nacional de Atención
Integral a Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores, o quien hiciere sus 
veces”; 

Que,      el artículo 105 del Reglamento General del Cuerpo de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria
reformado por la Resolución N° SNAI-SNAI-2020-0016-R de 24 de mayo de 2020, establece la 
condecoración “Sistema Nacional de Rehabilitación Social al Trabajo Penitenciario”. Esta
condecoración será otorgada “a los servidores públicos conforme los informes técnicos que demuestren
los servicios distinguidos y las elevadas virtudes en Rehabilitación Social, seguridad penitenciaria o en
trabajo penitenciario”; 

Que,      se ha puesto en conocimiento del Director General del Servicio Nacional de Atención Integral a
Personas Adultas Privadas de la Libertad y a Adolescentes Infractores SNAI, el informe Nº
2020-012-GO-CPL-MANABÍ, con asunto “Informe pormenorizado de las actividades realizadas en el
período de gestión en el CPL Manabí No. 4” de 20 de enero de 2021, elaborado por el Sbte. de Policía
Jonathan Robalino Peñaherrera y Autenticado por el Mayr. de Policía Danilo Hernán Freire Martínez; 

Que,      el informe Nº 2020-012-GO-CPL-MANABÍ refiere acciones realizadas por el equipo que presta
los servicios en el centro de privación de libertad Manabí de la Zona Nº 4, entre las que se encuentran: a)
análisis de seguridad interno del CPL Manabí Nº 4; b) verificación del estado de los equipos
tecnológicos, y se habría logrado reparar, reactivar, calibrar y actualizar un escáner ultrasónico que según
el informe fue  dañado en el último amotinamiento efectuado en el CPL; c) capacitaciones respecto del
buen uso de los implementos tecnológicos de revisión, siendo estos los siguientes (garret, orión 2.4,
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phazzer y mochila inhibidora de dispositivos RPAS); d) capacitaciones respecto al manejo de situación de
crisis; e) reabastecimiento de material CM y equipo táctico; f) creación y activación del protocolo de
seguridad dentro del CPL Manabí Nº 4; g) trabajos de fotogrametría de situación y barridos aéreos; h)
readecuación de filtros externos; i) implementación de comunicación particular a través del préstamo de
radios Handy por parte del Mayr. Danilo Freire, Jefe del CPL Manabí Nº 4; j) instauración de la mesa de
seguridad semanal conjunta con las Fuerzas Armadas. Además de estas acciones, se indica actividades de
coordinación con los servidores públicos del CPL Manabí Nº 4 y con el ECU-911, mismas que se derivan
de la aplicación de coordinación y cumplimiento de la responsabilidad de seguridad perimetral en los
centros de privación de libertad conforme el artículo 685 del Código Orgánico Integral Penal; 

Que,      el informe Nº 2020-012-GO-CPL-MANABÍ presenta un cuadro comparativo de productividad
entre el primero y segundo semestre del 2020, en los cuales, cabe destacar el incremento de operativos
ordinarios de 38 en el primer semestre a 191 en el segundo semestre, retiro de celulares de 9 en el primer
semestre a 60 en el segundo semestre, gramos de marihuana de 15743 en el primer semestre a 49708 en el
segundo semestre, de armas corto punzantes de 0 en el primer semestre a 142 en el segundo semestre, de
0 municiones en el primer semestre a 3 municiones en el segundo semestres; y de 0 armas de fuego en el
primer semestre a 1 arma de fuego en el segundo semestre. El informe refiere otros objetos e
implementos retirados, pero no se da cuenta del destino de los objetos retirados del centro y se presume
que se ha judicializado en su totalidad, por lo que se espera que tengan buen término en la administración
de justicia; 

Que,      como máxima autoridad del SNAI es grato reconocer la labor de servidores policiales entregados
y con mística de trabajo al servicio de la ciudadanía; y, felicitar el trabajo técnico en beneficio de la
seguridad de las personas privadas de libertad, como grupo de atención prioritaria; 

En ejercicio de las atribuciones y facultades que le confiere el numeral 1 del artículo 154 de la
Constitución de la República del Ecuador, en concordancia con el artículo 17 del Estatuto del Régimen
Jurídico y Administrativo de la Función Ejecutiva; del artículo 105 del Reglamento General del Cuerpo
de Seguridad y Vigilancia Penitenciaria; y, del Decreto Ejecutivo N° 781 de 03 de junio de 2019, 

RESUELVE:

Artículo 1.- Otorgar la condecoración “Sistema Nacional de Rehabilitación Social al Trabajo
Penitenciario” al Mayor de Policía Danilo Hernán Freire Martínez, portador de la cédula de identidad N°
050252959-7, Jefe de la UCP Manabí 4, por su trabajo eficiente y oportuno en la seguridad perimetral del
Centro de Privación de Libertad Manabí Nº 4, que contribuye al cumplimiento de las finalidades del
Sistema Nacional de Rehabilitación Social. 

Artículo 2.- Reconocer y felicitar públicamente el liderazgo del Mayor de Policía Danilo Hernán Freire
Martínez en las labores de seguridad perimetral del Centro de Privación de Libertad Manabí Nº 4. 

Artículo 3.- Remitir la presente Resolución a la Policía Nacional del Ecuador a fin de que, a través de los
órganos e instancias correspondientes, se registre el presente mérito en la hoja de vida del Servidor
Policial Directivo. 

DISPOSICIONES GENERALES
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PRIMERA.- Encárguese a la Dirección Administrativa la custodia de la presente resolución y envío para
la respectiva publicación en el Registro Oficial. 

SEGUNDA.- Encárguese a la Dirección de Asesoría Jurídica, el seguimiento y ejecución de la presente
resolución, así como de remitir a la Policía Nacional, la información que corresponda para los efectos de
esta Resolución. 

DISPOSICIÓN FINAL

ÚNICA.- Esta Resolución entrará en vigencia a partir de su suscripción, sin perjuicio de su publicación
en el Registro Oficial. 

Dada y suscrita en la ciudad de Quito, Distrito Metropolitano, a los veinte días del mes de enero de dos
mil veintiuno. 

Documento firmado electrónicamente

Abg. Edmundo Enrique Moncayo J.
DIRECTOR GENERAL DEL SNAI 
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CONSEJO NACIONAL ELECTORAL

RESOLUCIÓN DE DELEGACIÓN 
Ing. Shiram Diana Atamaint Wamputsar 

PRESIDENTA DEL CONSEJO NACIONAL ELECTORAL

CONSIDERANDO 

Que, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 217 dispone: “La Función Electoral
garantizará el ejercicio de los derechos políticos que se expresan a través del sufragio, así como los referentes
a la organización política de la ciudadanía.  La Función Electoral estará conformada por el Consejo Nacional
Electoral y el Tribunal Contencioso Electoral. Ambos órganos tendrán sede en Quito, jurisdicción nacional,
autonomías administrativa, financiera y organizativa, y personalidad jurídica propia. Se regirán por principios
de autonomía, independencia, publicidad, transparencia, equidad, interculturalidad, paridad de género,
celeridad y probidad”;  

Que, el artículo 218 de la Constitución de la República del Ecuador manifiesta en su parte pertinente que: “(…)
La Presidenta o Presidente del Consejo Nacional Electoral será representante de la Función Electoral. La Ley
determinará la organización, funcionamiento y jurisdicción de los organismos electorales (…).” 

Que, el artículo 219 de la Constitución de la República del Ecuador prescribe que: “El Consejo Nacional
Electoral tendrá, además de las funciones que determine la ley, las siguientes:  

1. Organizar, dirigir, vigilar y garantizar, de manera transparente, los procesos electorales, convocar a
elecciones, realizar los cómputos electorales, proclamar los resultados, y posesionar a los ganadores de las 
elecciones(...) 
7. Determinar su organización y formular y ejecutar su presupuesto.(...)”;

Que, la Constitución de la República del Ecuador establece en el artículo 226, que: “Las instituciones del
Estado, sus organismos, dependencias, las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud
de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y facultades que les sean atribuidas en la
Constitución y la ley (…)”;  

Que, el artículo 227 de la Constitución de la República del Ecuador manifiesta que: “La administración pública
constituye un servicio a la colectividad que se rige por los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía,
desconcentración, descentralización, coordinación, participación, planificación, transparencia y evaluación”;  

Que, el artículo 229 de la Constitución de la República del Ecuador prevé: “Serán servidoras o servidores
públicos todas las personas que en cualquier forma o a cualquier título trabajen, presten servicios o ejerzan un
cargo, función o dignidad dentro del sector público”; 
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Que, artículo 233 de la Constitución de la República del Ecuador, señala: “Ninguna servidora ni servidor
público estará exento de responsabilidades por los actos realizados en el ejercicio de sus funciones o por
omisiones, y serán responsable administrativa, civil y penalmente por el manejo y administración de fondos,
bienes o recursos públicos (…)”; 

Que, los numerales 1, 4, 5 y 7 del artículo 32 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones Políticas de la
República del Ecuador, Código de la Democracia, determinan que la Presidenta tiene las siguientes 
atribuciones: 

“1. Ser la máxima autoridad administrativa y nominadora del Consejo Nacional Electoral y representarlo legal,
judicial y extrajudicialmente de acuerdo con las disposiciones constitucionales y legales (…)  
4. Dirigir, supervisar y controlar las actividades del Consejo e implantar las medidas correctivas que estime
necesarias,
5. Proponer resoluciones y acuerdos relacionados con la actividad electoral; 7. Celebrar contratos, acuerdos y
convenios, de acuerdo con la Ley (…)”;  

Que, el numeral 6 del artículo 5 del Código Orgánico de Planificación y Finanzas Públicas, establece como uno
de sus principios la desconcentración, y prevé que: "En el funcionamiento de los sistemas de planificación y de
finanzas públicas se establecerán los mecanismos de descentralización y desconcentración pertinente que
permitan una gestión eficiente y cercana a la población";  

Que, el artículo 7 del Código Orgánico Administrativo, garantiza el principio de desconcentración, al señalar
que: “La función administrativa se desarrolla bajo el criterio de distribución objetiva de funciones, privilegia la
delegación de la repartición de funciones entre los órganos de una misma administración pública, para
descongestionar y acercar las administraciones a las personas”; 

Que, el Código Orgánico Administrativo en su artículo 69 establece que: “Los órganos administrativos pueden
delegar el ejercicio de sus competencias, incluida la de gestión, en: 1. Otros órganos o entidades de la misma
administración pública, jerárquicamente dependientes (…) La delegación de gestión no supone cesión de la
titularidad de la competencia”; 

Que, conforme a lo estipulado en el artículo 71 del Código de la Administración, señala: “Son efectos de la
delegación: "(...)" 

2. La responsabilidad por las decisiones adoptadas por el delegado o el delegante, según corresponda.

Que, el artículo 77 de la Ley Orgánica de la Contraloría General del Estado dispone que los Ministros de Estado
y las máximas autoridades de las instituciones del Estado, son responsables de los actos, contratos o
resoluciones emanados de su autoridad y establece como algunas de sus atribuciones y obligaciones específicas
las de: “(…) a) Dirigir y asegurar la implantación, funcionamiento y actualización del sistema de control
interno y de los sistemas de administración financiera, planificación, organización, información de recursos
humanos, materiales, tecnológicos, ambientales y más sistemas administrativos; (…) e) Dictar los
correspondientes reglamentos y demás normas secundarias necesarias para el eficiente, efectivo y económico
funcionamiento de sus instituciones (…)”;  

Que, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública en su artículo 4,
determina que: “Delegación.- En aplicación de los principios de Derecho Administrativo son delegables todas
las facultades previstas para la máxima autoridad tanto en la Ley como en este Reglamento General, aún
cuando no conste en dicha normativa la facultad de delegación expresa. La Resolución que la máxima
autoridad emita para el efecto, determinará el contenido y alcance de la delegación. Las máximas autoridades
de las personas jurídicas de derecho privado que actúen como entidades contratantes, otorgarán poderes o
emitirán delegaciones, según corresponda, conforme a la normativa de derecho privado que les sea aplicable. 
 En el ámbito de responsabilidades derivadas de las actuaciones, producto de las delegaciones o poderes
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emitidos, se estará al régimen aplicable a la materia.”; 

Que, el Reglamento General a la Ley Orgánica del Sistema Nacional de Contratación Pública en su artículo 25,
determina que: “(…) El Plan Anual de Contratación podrá ser reformado por la máxima autoridad o su
delegado, mediante resolución debidamente motivada, la misma que junto con el plan reformado serán
publicados en el portal www.compraspublicas.gov.ec. Salvo las contrataciones de ínfima cuantía o aquellas que
respondan a situaciones de emergencia, todas las demás deberán estar incluidas en el PAC inicial o
reformulado (…)”; 

Que, las Normas de Control Interno para las entidades, organismo del sector público y personas jurídicas de
derecho privado que dispongan recursos públicos emitidas por la Contraloría General del Estado, indican: 
“200-05 Delegación de autoridad.- La asignación de responsabilidad, la delegación de autoridad y el
establecimiento de políticas conexas, ofrecen una base para el seguimiento de las actividades, objetivos,
funciones operativas y requisitos regulatorios, incluyendo la responsabilidad sobre los sistemas de información
y autorizaciones para efectuar cambios. La delegación de funciones o tareas debe conllevar, no sólo la
exigencia de la responsabilidad por el cumplimiento de los procesos y actividades correspondientes, sino
también la asignación de la autoridad necesaria, a fin de que los servidores puedan emprender las acciones
más oportunas para ejecutar su cometido de manera expedita y eficaz.  
Las resoluciones administrativas que se adopten por delegación serán consideradas como dictadas por la
autoridad delegante. El delegado será personalmente responsable de las decisiones y omisiones con relación al
cumplimiento de la delegación”; 

Que, el Pleno del Consejo Nacional Electoral mediante Resolución Nro. PLE-CNE-2-26-4-2018, expidió el
Estatuto Orgánico de Gestión Organizacional por Procesos de la Institución, el mismo que se encuentra
publicado en la edición especial Nro. 448 de 11 de mayo de 2018 del Registro Oficial;  

Que, el Coordinador Nacional de Gestión Estratégica y Planificación aprobó el “MANUAL OPERATIVO
PARA LA GESTIÓN Y CONTROL DE LA PLANIFICACIÓN OPERTATIVA INSTITUCIONAL Y LA
ARTICULACIÓN CON LOS PROCESOS ADMINISTRATIVOS FINANCIEROS” el 13 de septiembre de
2018;  

Que, mediante Resolución Nro. PLE-CNE-1-20-11-2018, de 20 de noviembre de 2018, el Pleno del Consejo
Nacional Electoral, designó a la ingeniera Shiram Diana Atamaint Wamputsar, como Presidenta de la 
institución; 

Que, mediante Resolución Administrativa de Delegación Nro. 001-P-SDAW-CNE-2021, de 14 de enero de
2021, la Ing. Shiram Diana Atamaint Wamputsar, Presidenta del Consejo Nacional Electoral delegó al
Coordinador Nacional Administrativo Financiero, para que realice todas las actuaciones inherentes a la
Presidencia del Consejo Nacional Electoral, referente a la aprobación y reforma al Plan Anual de Contrataciones
de las Direcciones Provinciales Electorales a nivel nacional; 

Que, mediante memorando Nro. CNE-PRE-2021-0101-M, de 21 de enero de 2021, la Presidenta del Consejo
Nacional Electoral, informó al Coordinador Nacional Administrativo, Financiero y Talento Humano y al
Director Nacional de Asesoría Jurídica: “(…) 

Y  subsecuentemente  realice  una  delegación  al  Coordinador/a  Nacional  Administrativo Financiero  y 
Talento  Humano,  con  el  fin  de  que  pueda  autorizar  las  reformas  al  Plan Anual  de  Contrataciones  de 
forma  directa,  sin  ningún  otro  trámite  correspondientes  a  la Matriz del Consejo Nacional Electoral; 

Que, en razón de la efectiva aplicación de los principios de eficacia, eficiencia, calidad, jerarquía,
desconcentración, coordinación, participación, planificación, transparencia, y evaluación, que rigen la
administración pública; es necesario desconcentrar atribuciones y facultades específicas de la máxima autoridad
del Consejo Nacional Electoral, delegándolas al Coordinador Nacional Administrativo Financiero;  
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Que, es necesario armonizar y definir políticas y procedimientos internos, para agilizar el manejo de los
procesos dentro del Consejo Nacional Electoral; y,   

En uso de las facultades Constitucionales, legales y reglamentarias. 

RESUELVO:

Artículo 1.-  Inclúyase al artículo 1 de la Resolución Administrativa de Delegación Nro.
001-P-SDAW-CNE-2021. de fecha 14 de enero del 2021, el siguiente texto: “De igual manera, delegar al
Coordinador Nacional Administrativo Financiero para que apruebe, autorice y suscriba todas las actuaciones
administrativas correspondientes a las reformas al Plan Anual de Contrataciones (PAC) del Plan Operativo
Electoral (POE) y Plan Operativo Anual (POA) de la matriz del Consejo Nacional Electoral – CNE, incluido
cualquier acto administrativo que derive de las mismas”. 

DISPOSICIONES FINALES 

PRIMERA.- La presente Resolución entrará en vigencia a partir de la fecha de su suscripción, sin perjuicio de
su publicación en el Registro Oficial.  

SEGUNDA.- Dispóngase a la Secretaría General del Consejo Nacional Electoral, proceda a notificar a los
funcionarios a nivel nacional la presente Resolución y a publicarla en el Registro Oficial.  
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PRESIDENTA DEL CONSEJO NACIONAL ELECTORAL
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